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La protección a los derechos humanos de todo Estado social de derecho exige 
que el sistema de justicia penal se enfoque en dos elementos fundamentales: (i) el 
objetivo sustantivo de acabar con la impunidad para llevar a los criminales ante la 
justicia; y (ii) el objetivo procesal de garantizar un juicio justo. En este sentido, el 
sesgo económico-fiscal inherente a los diseños institucionales de todo tribunal penal 
plantea un serio desafío para garantizar y adjudicar los derechos de los individuos, en 
especial el de defensa y el debido proceso. 
 
Así las cosas, en una sociedad democrática, los abogados de la defensa asumen 
el papel vital de asegurar que los derechos de los individuos acusados sean protegidos. 
El derecho a una defensa completa es un derecho fundamental que contribuye a la 
búsqueda de la justicia, por lo que debe ser afianzado en los textos legales que 
conforman la base de cualquier democracia sólida. El debilitamiento de este derecho 
supone un perjuicio para el sistema de justicia y la libertad que dice defender. Así que 
tan solo las disposiciones constitucionales de un Estado social de derecho que irradian 
el ordenamiento jurídico pueden permitir al sistema penal un juicio justo. 
 
Por su parte, la justicia es un elemento esencial de cualquier sistema penal, por 
ende, un elemento clave del imperio de la ley es el mantenimiento de un sistema de 
frenos y contrapesos que asegure que ningún poder público, incluidos los jueces y los 
organismos del Estado de la rama judicial, pueda dominar los procedimientos legales 
y sus resultados. 
 




Sin embargo, la base institucional para un órgano verdaderamente independiente 
de los abogados defensores es muy escaso de encontrar en cualquier Estado, ya que a 
pesar de que los derechos del acusado están claramente articulados en las 
constituciones y las leyes, debido a la escasez de recursos de las partes acusadas se 
crea una „desigualdad de armas‟ entre la fiscalía y la defensa. Tal debilidad 
institucional puede socavar la legitimidad de un tribunal penal en el tiempo y afectar 
su credibilidad. 
 
En la construcción de toda sociedad debe existir la preocupación de que el 
sistema de justicia penal actúe de forma correcta. Sin una defensa adecuada e 
independiente y una abogacía fuerte, los tribunales se arriesgan a convertirse en 
tribunales ilegales y el intento de establecer un Estado democrático probablemente 
fracasará. Con base en lo anterior, estas sociedades necesitan una institución similar 
para proteger la independencia política de los abogados que solo puede garantizarse a 
través de la autorregulación. Por supuesto, la falta de recursos es un problema 
importante en los países subdesarrollados o en vía de desarrollo. No obstante, la 
sociedad requiere una protección jurídica capaz de promover y facilitar los derechos 
individuales. 
 
En una democracia emergente esto significa garantizar la adjudicación de los 
derechos humanos tales como la protección contra la detención arbitraria, la tortura, el 
castigo cruel e inusual y el derecho a ser representado de forma competente con las 
debidas garantías. Estos derechos también pueden garantizar la libertad de expresión, 
libertad de pensamiento y de religión. 
 




En este orden de ideas, los acusados, en la mayoría de los casos, discuten que 
los recursos son demasiado limitados como para apoyar su defensa. Por lo que 
presuponen que la fiscalía tiene prioridad ante el sistema penal. Situación que plantea 
cuestiones muy difíciles, ya que los países pobres sienten que no tienen los recursos 
necesarios para construir adecuadamente un sistema de justicia penal debido a que 
dichos recursos se deben gastar primeramente en otras opciones, como son: la salud; 
el desarrollo económico; y la educación; las cuales ayudan a aminorar las tasas de 
delitos que en muchas ocasiones se generan por las carencias de las necesidades 
básicas, como las antemencionadas, asegurando que un individuo con una mejor 
educación y mayores oportunidades de empleo tiene menos probabilidades de 
convertirse en un delincuente en el futuro. 
 
Sin embargo, si el objetivo es construir un sistema de justicia penal que sea 
digno y „justo‟, es indispensable que adjudique y garantice los derechos de los 
acusados (o víctimas), en especial al debido proceso y de defensa. En efecto, desde la 
creación de las Naciones Unidas, la comunidad internacional ha reiterado su firme 
compromiso con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al igual que otros instrumentos de 
derechos humanos, así como el principio de equidad y la percepción de un sistema 
judicial justo. Por tanto, cuando la justicia penal no incluye una defensa fuerte, 
vigorosa, independiente, lo que se está tomando es la decisión de abandonar, al menos 
en parte, estos grandes objetivos. 
 
En este sentido, es un principio universalmente aceptado que una verdadera 
democracia debe tener tres poderes separados de gobierno: el ejecutivo, el legislativo 




y el judicial. Estos tienen una zona exclusiva de poder, para mantener el uno al otro en 
jaque. Asimismo, dentro del poder judicial debe aplicarse el mismo principio de 
separación de poderes. Debe haber jueces, fiscales y finalmente la profesión legal. 
Ellos también tienen el propósito de verificarse y equilibrarse entre sí. Por tanto, 
es imprescindible para la credibilidad de la justicia asegurar la plena participación de 
los abogados defensores como actores clave del tercer pilar de la rama judicial, a 
saber: la profesión legal. Este tercer pilar debe estar representado por una profesión 
altamente cualificada, independiente jurídicamente y que garantice el derecho de 
acceso y la representación equitativa de las personas acusadas (o víctimas) que 
comparecen ante los estrados judiciales. 
 
Como el juez Robert Jackson (2008), de la Corte Suprema de los Estados 
Unidos, señaló con perspicacia en los tribunales de Nuremberg: es imprescindible 
para la credibilidad de un sistema de justicia penal que meticulosamente se adhiera a 
la equidad procesal. 
 
Así, un paso clave de la democratización de las sociedades es el establecimiento 
de un tercer pilar fuerte, eficaz, independiente y vibrante que se funde en el derecho 
de igualdad de armas. Una profesión legal totalmente independiente con recursos 
suficientes para cumplir su mandato, es decir, la protección y promoción de los 
derechos individuales de los acusados (o víctimas) en todo proceso penal. 
 
La igualdad de armas es un principio fundamental de todo sistema de justicia 
penal. El cual abarca muchas otras promesas procesales al interior de un juicio, como 
son: el derecho a las audiencias públicas y el derecho de la defensa de interrogar a los 




testigos en las mismas condiciones que la parte contraria. A su vez, es parte de la 
preocupación general por las garantías judiciales que pesa en casi todas las decisiones 
críticas. A pesar de varios juicios, decisiones, informes y artículos científicos que 
indican la importancia teórica del derecho a la igualdad de armas, su aplicación 
práctica deja mucho que desear. Una gran disparidad de recursos entre la defensa y la 
fiscalía ha sido bien documentada como la principal razón de dicha deficiencia. 
 
Con base en lo anterior, este texto tiene como objetivo evaluar los determinados 
aspectos de la aplicación de la igualdad de armas en la justicia penal. Después de 
introducir y definir mejor el concepto, en el I capítulo se analizará la crítica principal 
sobre la aplicación de este derecho, a saber, la de los recursos de investigación. El 
capítulo II evaluará críticamente el significado de la disparidad de recursos a la luz de 
la carga de la prueba por parte de la fiscalía. También interpreta la principal 
jurisprudencia internacional y nacional sobre el tema, generando a través de ella una 
serie de mecanismos para solucionar la mencionada problemática. El capítulo III 
considerará si la desigualdad de los recursos de investigación se puede compensar con 
la obligación de que los fiscales investiguen y den a conocer tanto las pruebas de 
cargo y de descargo a la defensa por medio de la divulgación, asimismo, se presentara 
la evaluación de la aplicación de dicho principio en la ciudad de Manizales entre 
2012-2013. 
 
Finalmente, la razón de ser de los recursos de investigación y la obligación de la 
divulgación son el centro de un análisis doble sobre la igualdad de armas. En primer 
lugar, enmarcar el debate de esta manera permite mirar los aspectos únicos, 
incomprendidos y, a menudo, pasados por alto de la igualdad de armas. En segundo 




lugar, este enfoque proporciona una base para continuar el debate sobre los 
mecanismos aparentemente simples de mantener o, más apropiadamente, restablecer 
la igualdad, ya que proporciona una mayor protección a la equidad y a los derechos de 




























2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
El debido proceso es un principio según el cual toda persona tiene derecho a 
ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo y equitativo dentro 
de la actuación penal, al igual que establece un sistema de contrapesos que le dan la 
oportunidad al acusado de ser oído y hacer valer sus pretensiones frente al juez. Tal 
prerrogativa constituye el pilar esencial del derecho procesal en todo Estado social de 
derecho y se expresa en la exigencia de unos procedimientos en los que debe 
respetarse un marco normativo mínimo en pro de la búsqueda de justicia. 
 
Por tanto, es una obligación constitucional y legal del Estado garantizar 
condiciones de igualdad a los sujetos que hacen parte del proceso penal a través del 
derecho de igualdad de armas, sin embargo, la realidad demuestra que en el sistema 
procesal penal colombiano, específicamente en lo concerniente al régimen probatorio, 
la defensa está en seria desventaja frente a la fiscalía al momento de desplegar de 
manera eficaz su actividad probatoria; lo anterior se ha identificado en diversas 
circunstancias, por ejemplo: al requerirse algún tipo de documentación que reposa en 
una entidad privada, e incluso pública, se presentan obstáculos puesto que no se 
expiden oportunamente o en algunos casos se niega el acceso a los abogados 
defensores aduciendo que debe ser una autoridad judicial o inclusive la misma fiscalía 
quien los solicite; situación similar se genera cuando los testigos de la defensa se 
niegan a concurrir o se les imposibilita llamar nuevos testigos; de igual forma, el 
desconocimiento de las herramientas jurídicas por parte de los actores del proceso; así 




como la falta de recursos económicos para que la defensa pueda acceder de manera 
particular a peritos, investigadores o expertos en diferentes áreas, en aras de demostrar 
la inocencia de los acusados. 
Acorde con la temática y problemática expuesta, la Corte Constitucional ha 
indicado que: 
 
en relación con el derecho a la defensa técnica, conocido en el modelo de 
tendencia acusatoria como el principio de “igualdad de armas”, la 
jurisprudencia constitucional ha sido enfática en sostener que el mismo 
hace parte del núcleo esencial del derecho a la defensa y al debido 
proceso, y su garantía plena es particularmente relevante si se considera 
que de su ejercicio se deriva la garantía de otros derechos como el de 
igualdad de oportunidades e instrumentos procesales. Para la Corte, el 
principio de igualdad de armas “constituye una de las características 
fundamentales de los sistemas penales de tendencia acusatoria, pues la 
estructura de los mismos, contrario a lo que ocurre con los modelos de 
corte inquisitivo, es adversarial, lo que significa que en el escenario del 
proceso penal, los actores son contendores que se enfrentan ante un juez 
imparcial en un debate al que ambos deben entrar con las mismas 
herramientas de ataque y protección” (Sentencia C-127 de 2011, 
Magistrado Ponente: María Victoria Calle). 
 
No obstante, a pesar de los pronunciamientos de la Corte, en la práctica, se 
puede ver como el ente acusador cuenta con varios equipos de investigadores 
adscritos al CTI, dentro de los cuales existen grupos especializados en diversas ramas 
forenses: balística; planimetría; fotografía; de igual modo, en áreas como: 
administración pública; finanzas; ingeniería civil; física; psiquiatría; psicología; entre 
otros; además de contar con el respaldo del Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses que también hace parte de la Fiscalía General de la Nación. 
 




Así las cosas, a pesar de estar consagrado tanto constitucional como normativa y 
jurisprudencialmente, el derecho de “igualdad de armas”, como garantía del derecho 
de defensa ―y, por ende, del debido proceso penal―, presenta un serio desequilibrio 
en materia probatoria entre la defensa y el ente acusador, que tiene nefastas 
consecuencias en la posibilidad de demostrar la inocencia de las personas vinculadas 
al proceso penal. 
 
Así pues, la existencia de estas limitaciones no permite materializar la “igualdad 
de armas” lo que implica condiciones de inequidad en lo relativo a derechos, 
oportunidades, medios de prueba, entre otros, de las partes involucradas en el proceso 
penal, proceso, que tiene sus cimientos en la adversarialidad. De allí la necesidad de 
determinar teóricamente dicho derecho en el sistema procedimental penal, así como el 
análisis de las limitaciones que impiden su cabal desarrollo. 
 
2.1 Pregunta de Investigación  
 
Por tanto, el problema jurídico en torno al cual giró la presente investigación fue 
el siguiente: ¿Cuál es la eficacia del principio de igualdad de armas como amparo de 
los derechos constitucionales de defensa y debido proceso, y su aplicación en el 
ámbito probatorio del sistema procedimental penal acusatorio en la ciudad de 












De acuerdo con Sampieri es necesario establecer una “serie de guías precisas 
hacia el problema de investigación o fenómeno que estamos estudiando. Estas guías 
son las hipótesis” (2006, p. 59). Asimismo, la hipótesis puede ser general o precisa, y 
no es necesariamente verdadera, además puede involucrar dos o más variables, en 
todo caso, como lo afirma Sampieri, son proposiciones sujetas a comprobación 
empírica, a ser verificadas en la realidad. 
 
Hipótesis: a pesar de que la ley y la jurisprudencia han ratificado el derecho a la 
„igualdad de armas‟ al interior del proceso penal, en la praxis, la defensa se encuentra 
en desventaja frente al ente acusador al momento de acceder a los elementos 
probatorios debido a la escases de recursos, lo cual genera un impacto de raigambre 
constitucional, si se tiene en cuenta la afectación a derechos tan valiosos como son el 
de defensa, el debido proceso, entre otros. 
 
Esta propuesta vincula dos variables: “igualdad de armas entre las partes del 
proceso penal” y “escases de recursos de la defensa”. Con base en lo anterior, esta 
hipótesis que trata de dar respuesta a la pregunta problema, fue sometida a prueba con 












El legislador ha reconocido que toda persona tiene derecho a que se respete su 
libertad, al igual que el debido proceso y el derecho a la defensa. De acuerdo con los 
doctrinantes Bernal Cuéllar y Montealegre Lynett: 
 
la constitucionalización del derecho ordinario adquiere una importancia 
manifiesta frente al derecho penal y al derecho procesal penal. Ello es así 
por los intereses jurídicos que están en juego para la sociedad. El efectivo 
reconocimiento de los derechos de la persona ―por ejemplo la libertad 
personal― tiene precisamente una protección procesal, manifestada en las 
garantías o, en otros términos, en los instrumentos, acciones, recursos y 
procedimientos consagrados por el legislador y el constituyente para 




el derecho penal hace parte del sistema penal, entendido como aquel que 
realiza materialmente la política criminal de un modelo de Estado en un 
contexto social y cultural concreto, según los valores y principios 
constitucionales que le son propios. Por lo tanto, el derecho procesal 
penal, conforme al modelo de Estado, puede adoptar diferentes formas, 
pero en un Estado social y democrático de derecho sólo es compatible un 
modelo procesal que establezca suficientes garantías para las partes e 
intervinientes, de acuerdo a las normas de rango constitucional. (2013, p. 
55) 
 
Por esta razón, es de vital importancia con base en las disposiciones 
constitucionales que se preserve una igualdad de oportunidades entre la fiscalía y la 
defensa, dentro del trámite procedimental penal, de manera que puedan materializarse 




las garantías de las partes intervinientes en especial para el acusado quien tiene en 
juego derechos tan relevantes como la presunción de inocencia
1





Este derecho a la igualdad tiene su origen constitucional en el artículo 13 de la 
Carta Política y su desarrollo legal en materia penal en el artículo 4º de la Ley 906 de 
2004, en el que se impone a los servidores judiciales “hacer efectiva la igualdad de los 
intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal”, esto se traduce en la 
necesidad, más práctica que simbólica, de una igualdad de condiciones entre las partes 
                                                          
1
 “La presunción de inocencia es una garantía integrante del derecho fundamental al debido proceso 
reconocida en el artículo 29 de la Constitución, al tenor del cual “toda persona se presume inocente 
mientras no se le haya declarado judicialmente culpable”. Los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia ―que hacen parte del bloque de constitucionalidad en 
virtud del artículo 93 de la Constitución― contienen dicha garantía en términos similares. Así, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en su artículo 8 que “toda persona 
inculpada del delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad”. Y, a su turno, el artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos prescribe que “toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley”. Como se deriva de las normas 
transcritas, la presunción de inocencia acompaña a la persona investigada por un delito “hasta el fallo 
o veredicto definitivo y firme de culpabilidad” (Sentencia C-289 de 2012, Magistrado Ponente: 
Humberto Antonio Sierra Porto). 
2
 El artículo 28 de la Constitución de 1991, establece: “toda persona es libre. Nadie puede ser 
molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio 
registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las 
formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. La persona detenida 
preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas 
siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. En 
ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad 
imprescriptibles”.  
 




en el aspecto probatorio al interior del proceso penal, tópico que analizaremos en la 
presente investigación. 
En este orden de ideas, el actual esquema procesal le restringe a la fiscalía las 
funciones judiciales que tenía anteriormente bajo la Ley 600 de 2000, ya que en el 
nuevo sistema se exige la intervención de un juez, con el fin de garantizar la 
aplicación del modelo adversarial que respeta la igualdad de las partes. 
 
El sistema adversarial (adversary system o adversarial system) supone una 
suerte de contienda entre dos partes ―en el proceso penal serán el 
acusador y el defensor― donde cada una expone los elementos de juicio 
―fácticos y teóricos― que pretende hacer vale ante un tercero encargado 
de decidir quién tiene la razón. (Cuéllar y Montealegre, 2013, p. 235) 
 
Por tanto, sería el deber-ser que al momento de recolectar y aportar el material 
probatorio todos los sujetos procesales tuvieran las mismas oportunidades sin que se 
vislumbre algún tipo de discriminación o barrera, cualquiera esta sea, ya que en la 
práctica aquellos que tienen mayores posibilidades económicas son los que, por lo 
general, pueden acceder por medio de su defensa a la recolección de pruebas, casi en 
igualdad de condiciones a la fiscalía, contando con los recursos para sufragar peritos, 
pruebas científicas, investigadores, entre otros. 
 
Al respecto la Corte Constitucional ha promulgado que, 
 
en el marco del proceso penal, las partes enfrentadas, esto es, la Fiscalía y 
la defensa, deben estar en posibilidad de acudir ante el juez con las 
mismas herramientas de persuasión, los mismos elementos de convicción, 
sin privilegios ni desventajas, a fin de convencerlo de sus pretensiones 




procesales. (Sentencia C-1194 de 2005, Magistrado Ponente: Marco 
Gerardo Monroy Cabra) 
 
Esto solo podrá lograrse en la medida en que estén dadas las condiciones en 
igualdad de oportunidades para ambas partes incluso para los procesados con 
condiciones económicas restringidas. El principal desarrollo de este principio está 
dado en función de la necesidad de garantizar el derecho de defensa, que implica que 
la ley debe prever un tiempo mínimo para que el imputado comparezca al juicio y 
pueda preparar adecuadamente su defensa sin contratiempos, independientemente de 
su condición socio-económica, de ahí el interés por realizar este tipo de estudio. 
 
Así las cosas, con la presente investigación profundizaremos en el concepto de 
„igualdad de armas‟ con base en los planteamientos del derecho internacional, 
identificando los factores que limitan la aplicabilidad del mismo, en aras de garantizar 
la materialización de los derechos e intereses de los ciudadanos, así como la 
realización de un juicio penal justo. 
 
La novedad y relevancia del presente estudio no solo radica en el ámbito 
constitucional, sino también social, pues el desconocimiento de la „igualdad de armas‟ 
tiene serias consecuencias para los acusados que son sujetos a investigación y 
judicialización dentro de un proceso penal de naturaleza acusatoria, que se caracteriza 
por el nuevo manejo normativo que se le otorga a la recolección de la prueba. Así, a 
pesar de que han pasado más de 7 años desde su puesta en marcha, aún se siguen 
presentando falencias en lo que tiene que ver con el equilibrio que debe existir entre 
las partes que conforman el proceso, en materia probatoria, sobre todo, en lo que tiene 




que ver con la igualdad de oportunidades para recoger evidencia y potestades 
similares entre fiscalía y defensa durante el trámite procesal. 
 
5. OBJETIVOS  
 
5.1 Objetivo General 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              
Analizar  la eficacia  y aplicación del   “Principio de igualdad de armas”   en el ámbito 
probatorio dentro del Sistema Procedimental Penal Acusatorio en la ciudad de 
Manizales durante los años 2012 y  2013, ante los Jueces  de control de Garantías. 
 
5.2 Objetivos Específicos 
 
 Revisar el desarrollo legal, jurisprudencial y doctrinal que ha tenido el 
“Principio de igualdad de armas” en Colombia y en el Derecho Internacional. 
 
 Identificar los factores que  limitan la aplicabilidad del “Principio de Igualdad 
de Armas” en la ciudad de Manizales en los años 2012  y 2013, ante los jueces 
de control de Garantías. 
 
 Reconocer si la carencia de eficacia  del “Principio de Igualdad de armas” en 
el proceso penal, impacta la  afectación de los derechos fundamentales a la 











6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1 Estado Del Arte 
 
Como se mencionó en la introducción del presente trabajo de investigación, el 
Estado colombiano en la Constitución de 1991 estableció el derecho a la igualdad el 
cual será analizado en concordancia con el derecho penal y el sistema penal 
acusatorio. Por tanto, se revisará la literatura existente y el estado actual de las 
investigaciones sobre la igualdad de armas al interior del proceso penal. 
 
A nivel nacional y con base en el tema objeto de estudio, encontramos los 
siguientes trabajos: El proceso penal. Tomo I, fundamentos constitucionales y teoría 
general (2013) de Jaime Bernal Cuéllar y Eduardo Montealegre Lynett, en el cual se 
plantea que el proceso penal comienza en la Constitución, por lo que el poder punitivo 
del Estado debe adecuarse a los derechos humanos, entre los cuales se encuentra la 
„igualdad de armas‟. 
 
Otro de los trabajos en esta materia es el artículo de Alfonso Daza González, “El 
principio de igualdad de armas en el Sistema Procesal Penal Colombiano a partir del 
Acto Legislativo 03 de 2002” (2009). En este trabajo se expone la situación de 
desventaja en que se encuentra la defensa, como sujeto procesal, que no permite el 
normal desarrollo de la defensa técnica del imputado como derecho fundamental. El 




derecho a una defensa técnica, derivado del derecho a un debido proceso, está 
compuesto por elementos esenciales como el tiempo y los medios adecuados para 
ejercer la defensa, el derecho a presentar pruebas y a contradecir. 
Asimismo, la investigación de Gustavo Adolfo Villanueva, ¿Existe igualdad de 
armas en nuestro proceso penal? (2006), plantea que no existe en el proceso penal 
colombiano la igualdad de armas que reclama un sistema acusatorio respetuoso de los 
derechos y garantías del acusado y de no ser por los distintos pronunciamientos de la 
Corte Constitucional, que ha querido restablecer el equilibrio, la cosa sería aun más 
grave. 
 
La presentación realizada por Guillermo Gustavo González (2008): “La defensa 
pública y el proceso adversarial ¿igualdad de armas?”, argumenta que, entre los 
principios que pregona el mentado sistema “adversarial” o “acusatorio puro”, existe lo 
que en materia procesal se denomina “igualdad de armas” que no es más que la 
derivación del principio constitucional de igualdad ante la ley, pero que llevado al 
ámbito penal debe ser entendido como la posibilidad real de asegurar al imputado 
contar con iguales herramientas jurídicas y medios probatorios que los que tiene a su 
alcance el ente acusador. 
 
En el ámbito internacional encontramos, Iberoamérica y la Corte Penal 
Internacional. Debates, reflexiones y preguntas (2006), editado por Luis Martí 
Mingarro, Fernando Carrillo Flórez y Alejandro Venegas Franco. En el cual la 
protección efectiva de la dignidad humana como fundamento de la paz y la seguridad 
internacionales constituye uno de los grandes desafíos de la denominada globalización 
de la justicia. Por lo que no es una coincidencia que la comunidad internacional a 




comienzos del siglo XXI trate de cerrar filas alrededor de principios que algunos 
pretenden desconocer por una supuesta mayor eficiencia en la lucha de la amenaza 
terrorista. Ese fue el sentido del nacimiento de una jurisdicción penal internacional 
que apenas comienza a ser asimilada por los Estados. 
 
The Principle of Equality of Arms in International Criminal Proceedings 
(2012), en este libro Masha Fedorova, examina la interpretación y aplicación del 
principio de igualdad de armas en el proceso ante varios tribunales penales 
internacionales. La mayoría de estas instituciones merece una evaluación de la 
aplicación de uno de los principios fundamentales que subyacen en el procedimiento 
penal. Asimismo, se plantean las cuestiones relativas a la presentación del caso en la 
etapa del juicio tales como el tiempo y el número de testigos que se permite presentar 
y las cuestiones relacionadas con el examen de testigos y la admisibilidad de las 
pruebas. El libro concluye con observaciones generales sobre el alcance y la 
comprensión adecuada del principio de equidad, el derecho a un juicio justo y el 
principio de igualdad de armas. 
 
Finalmente, The Principle of “Equality of Arms” in Criminal Procedure under 
Article 6 of the European Convention on Human Rights and its Functions in Criminal 
(2000), de Malgorzata Wasek-Wiaderek, analiza la aplicación del principio de 
igualdad de armas en virtud del artículo 6º de la Convención Europea de Derechos 
Humanos, por parte del Tribunal Penal Europeo, en aras de la adjudicación de 
derechos al interior del procedimiento penal para todas las partes involucradas. 
 
6.2 Marco Teorico  





Derecho fundamental a la igualdad y acceso a la  administración de justicia 
 
En el modelo acusatorio adquiere relevancia las teorías sobre la argumentación  
jurídica, en la cual  están enfrentadas razones y afirmaciones de una y otra parte. En el 
plano teórico, los dogmáticos de la argumentación jurídica han indicado que existen 
algunos elementos claves para considerar racional un dialogo 
3
 y, como se ha 
expuesto, también un proceso penal. En consecuencia, además de los elementos 
lógicos, el  principio de igualdad 
4
 en el debate y la argumentación juega un papel 
destacado. 
 
Para Alexi, dicha igualdad ocurre en dos momentos distintos: por una parte; en 
la exigencia de que todos tengan igual oportunidad de participar  en el dialogo,  por 
otra, en que las tesis planteadas, las razones aducidas o las conclusiones a las que se 
llegue deben ser aplicadas a todos por igual. 
 
Ahora bien,  al traducir este elemento de igualdad al proceso penal bajo un 
modelo acusatorio, resulta necesario entrar a considerar las condiciones particulares 
del diálogo que se genera dentro del proceso. Ello demanda traducir la expresión 
“igual oportunidad de participar” a la realidad del debate penal, bajo la consideración 
                                                          
3  Tales  posturas se remiten a las condiciones ideales de diálogo, propuestas  por JORGEN  
HABERMAS. De manera similar, Se podría llegar  a conclusiones análogas a partir de la  
tesis de  Overlaping  consensus de JOHN RAWLS. 
 
4
 Como lo ha indicado La Corte Interamericana, “En La actual etapa de la evolución del  
derecho internacional,   el  principio fundamental de igualdad y no discriminación ha 
ingresado en  el dominio del juscogens. Sobre él descansa el andamiaje  jurídico de orden 
público nacional e internacional. 
 




del sistema de garantías constitucionales. Por lo tanto, debe abordarse, por lo pronto,  
el  principio de igualdad en cuanto presupuesto de la estructura del sistema de partes. 
 
Concepto de Igualdad  
 
En el proceso penal la  igualdad se concreta en el Principio de Igualdad de 
armas  y
 
hace parte del núcleo esencial del derecho a la defensa y al debido proceso 
como  la Corte Constitucional ha señalado:  
 
“Uno de los principios básicos del sistema acusatorio de corte europeo, es aquel de 
la “igualdad de armas”, encaminado a asegurar que acusador y acusado gocen de 
los mismos medios de ataque y de defensa para hacer valer sus alegaciones y medios 
de prueba, es decir, que disponga de las mismas posibilidades y cargas de alegación, 
prueba e  impugnación”5 
 
 
Puede considerarse la igualdad de manera estrictamente formal, en cuanto 
establece que todas las partes tienen la oportunidad de presentar su versión de la 
realidad, aportar pruebas y hacerse oír  por un juez.  Ante lo cual la Corte 
Constitucional  ha indicado que:   
 
"Esta postura es compatible con aquellos modelos en los cuales el  instructor, sea un 
juez o un ente autónomo, tiene la carga de garantizar la igualdad de las partes 
dentro del proceso, al encomendársele la investigación integral". 
6 
 
La igualdad y el debido proceso en la práctica de pruebas 
 
El artículo 29  de la Constitución Nacional, establece que “quien sea sindicado 
tiene derecho [...] a presentar pruebas”. En el modelo acusatorio, esta disposición 
                                                          
5 . Sentencia C-591 de 2005 M.P., Clara Inés Vargas Hernández 
6
 Sentencia C-100 del 2003, M. P.: Marco Gerardo Monroy Cabra 




debe interpretarse en armonía con el artículo 13 C. N, cuando se  indica que todas las 
personas recibirán igual trato por parte de las autoridades y gozaran de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades; lo que permite concluir que este derecho a 
presentar pruebas en igualdad de condiciones,  carece de eficacia si no se acompaña 
de igual oportunidad para acceder a ellas, para luego ser  practicadas en el juicio oral. 
 
Así mismo la  Convención  Interamericana de Derechos Humanos
7
,  en su 
artículo 8, ha hecho referencia también al derecho a la igualdad, en su acápite de las 
Garantías Judiciales, indicando que  “Durante el proceso, toda persona tiene derecho, 
en plena igualdad,  a las siguientes garantías mínimas: … c. concesión al inculpado  
del tiempo y los medios  adecuados para la preparación de su defensa; d. derecho al 
inculpado de defenderse  personalmente o de ser asistido por un defensor de su 
elección, y de comunicarse libre y privadamente con su defensor f) derecho de la 
defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la 
comparecencia , como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz 
sobre los hechos”.   
 
Y el artículo 1 del instrumento internacional en cita, alude a  “Los Estados 
partes  en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades  
reconocidos en ella  y a garantizar su libre  y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción , sin discriminación alguna  por motivos de raza , color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole , origen nacional o 
social, posición económica , nacimiento  o cualquier otra condición social.”    
 
                                                          
7
 Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1.969, entrada en vigor el 18 de julio de 
1.978, y entrada en vigor para Colombia, el 18 de julio de 1.978 en virtud de la ley 16 de 1.972. 




A su vez el Artículo 24 ibidem  hace alusión de manera específica al derecho a 
la igualdad, indicando que: Todas las personas son iguales ante la ley. En 
consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.  
 
 
Derecho de acceso a la justicia 
 
De acuerdo a la Corte Constitucional  
 
“El acceso a la administración de justicia es un derecho fundamental cuyo alcance 
no puede concebirse dentro de los estrechos moldes de una posibilidad formal de 
llegar ante los jueces, o en la simple existencia de una estructura judicial lista a 
atender las demandas de los asociados. Su núcleo esencial reside en la certidumbre 
de que, ante los estrados judiciales, serán surtidos los procesos a la luz del orden 
jurídico aplicable, con la objetividad y la suficiencia probatoria que aseguren un real 
y ponderado conocimiento del fallador acerca de los hechos materia de su decisión”8. 
     
Dicho acceso define, la posibilidad de la defensa de controvertir las pruebas de 
cargo, y presentar su propia evidencia, para así tener  la posibilidad de respaldar las 
razones que finalmente constituirán argumentos jurídicamente relevantes para lograr 
probar su teoría defensiva. 
 
En el estudio que nos ocupa, debemos ir más allá, pues el acceso a la justicia se 
obstaculiza también, cuando se presentan barreras y dificultades para lograr obtener 
los  pruebas a través de medios técnicos, periciales, logísticos  ya sea por su costo, 
disponibilidad, o incluso por ignorancia de las autoridades públicas o privadas a las 
que se les solicita información.   
 
                                                          
8 Sentencia T-004. 1995 -M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
 




Continuando  el análisis, cabe preguntarse si dentro del modelo acusatorio se 
tiene por parte de la defensa, total acceso a la infraestructura de investigación técnica 
del Estado, y la respuesta que debemos dar, es que en reiterada oportunidades los 
defensores encuentran obstáculos para acceder a ello, desconociéndose el precepto de 
la igualdad en el  acceso a la justicia, que implica  necesariamente que se deben 
garantizar todas las facilidades para ello. 
 
Además, la defensa de la persona no puede depender de su capacidad económica 
o de la existencia de centros de análisis técnicos de evidencias de carácter particular; 
pues ello constituiría un desequilibrio que afecta la defensa  de los implicados en 
delitos penales, que en su gran mayoría son personas de escasos recursos económicos.  
 
Tal como lo analizó la Corte Constitucional: "El principio de gratuidad es 




Si el acceso a tales medios técnicos, y a una adecuada estrategia defensiva,  
depende de la capacidad económica,  se está  enfrentando a una justicia de dos 
niveles, según existan o no los recursos para controvertir, lo que constituye un real 
acceso en el primer caso y denegación de justicia en el segundo.  
 
Partes en el proceso penal 
 
 
Dentro  del proceso penal en un sistema adversarial,  ostentan un papel de 
mayor relevancia   dos sujetos procesales: La Fiscalía y la Defensa, el primero que 
actúa  con funciones de investigación y acusación, y el segundo que se compone de 
defensor y apoderado, quienes se defenderán de la imputación y acusación, 
                                                          
9
 Sentencia C-037 de 1996. MP. Vladimiro Naranjo Mesa      




presentaran y controvertirán las pruebas de cargo, o adaptaran su comportamiento 
para aminorar los efectos punitivos de la conducta a través del proceso. 
 
Se debe tomar en cuenta que el imputado tiene un derecho subjetivo a la 
libertad, en contraposición a las medidas que la Fiscalía disponga contra él en la 
investigación o en  la solicitud de sentencia condenatoria.  En resumen la posición y 
actividad en el proceso penal de estos dos sujetos,  se pueden considerar como las 
verdaderas partes en el proceso.  
 
Teoría de la posición jurídica  
 
Atiende a la situación de un sujeto en la estructura procesal y a las facultades 
que le  asigna la ley.  Desde esta perspectiva puede decirse que hay partes activas y 
partes pasivas,  las activas son la Fiscalía, el querellante y el actor civil, mientras que 
el sujeto que soporta el proceso en sus diferentes instancias es la parte pasiva.  
 
Teoría de la posición jurídica e igualdad de armas  
 
Consideramos que en el actual sistema procesal penal, el “Principio de igualdad 
de armas” que debe regir entre la defensa y el ente acusador, no es del todo eficaz, y 
en ello tiene mucho que ver la falta de recursos económicos de  los procesados, que en 
su mayoría son personas  de  estrato bajo, quienes si bien, son asistidos por defensores 
adscritos a la defensoría pública
10
, esta entidad no está lo suficientemente fortalecida  
en investigadores, peritos en diferentes áreas etc., para atender la multiplicidad de 
usuarios que a diario se presentan. 
                                                          
10
 La Defensoría Pública es un servicio público gratuito que presta el Estado a través de la Defensoría del Pueblo, 
mediante el cual se provee de un defensor gratuito a las personas que se encuentran en imposibilidad económica o 
social de proveer por si misma la defensa de sus derechos, para asumir su representación judicial o extrajudicial. 





Pero  los sindicados que cuentan con defensores particulares no se quedan atrás, 
pues además de sufragar los honorarios  de los profesionales en derecho, deben 
destinar  recursos económicos para contratar investigadores, y acceder a pruebas 
técnicas a través de expertos, para lograr desvirtuar las pruebas de cargo en su contra, 
presentadas por el ente acusador. 
 
Otro de los factores identificados a lo largo de nuestra experiencia profesional, 
ha sido los obstáculos que entidades privadas y públicas, le imponen a los defensores 
al momento de querer acceder a información (ya sea a través de documentos o incluso 
obtener entrevistas de probables testigos); esto ante la falta de conocimiento sobre la 
dinámica del actual sistema penal, llegando al punto de exigir la intermediación de la 
Fiscalía ( que es precisamente el adversario de la defensa) para acceder a la 
información requerida.  
 
Y una situación adicional que debe tenerse en cuenta, son aquellos casos donde 
la defensa para poder recaudar su prueba, puede afectar derechos fundamentales de 
otras personas, incluyendo las mismas víctimas; en estos casos se torna dificultoso el 
acceso a esa evidencia;  sin embargo, cuando se trata de la Fiscalía, y ocurre una 
situación similar, el acceso a dichos elementos de prueba se facilita, no solo por ser 
una entidad del Estado, sino también, por las  facultades expresas que le otorga la 
constitución y la ley
11
, lo genera  desequilibro entre las partes, desvirtuándose la 
igualdad que debería  caracterizar el sistema.    
                                                          
11
 Artículo 250 Nral 2 Constitución Nacional. “En ejercicio de sus funciones  la Fiscalía General de la 
Nación , deberá: Adelantar registros,allanamientos,incautaciones e interceptación de 
comunicaciones.”  





Las anteriores  circunstancias generan que en múltiples oportunidades, la 
defensa deba acudir  a trámites adicionales ( a los que no tiene que acudir la Fiscalía ), 
para acceder a las pruebas que respalden su estrategia  defensiva, lo que genera 
obstáculos y demoras que vulneran el derecho de defensa,  generándose el riesgo, que 
no se alcance a contar con la prueba para ser presentada en la audiencia preparatoria
12
 
del juicio oral, que es el escenario donde se ordena y decreta la práctica de pruebas, y 
constituye el momento donde la defensa debe descubrir sus elementos de prueba .   
 
Derecho a la defensa 
 
La Corte Constitucional, señala:  
 
“Una de las principales garantías del debido proceso, es precisamente el derecho a 
la defensa, entendido como la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito 
de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer 
valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las 
pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman 
favorables, así como de ejercitar los recursos que la ley otorga. Su importancia en el 
contexto de las garantías procesales, radica en que con su ejercicio se busca impedir 
la arbitrariedad de los agentes estatales y evitar la condena injusta, mediante la 
búsqueda de la verdad, con la activa participación o representación de quien puede 
ser afectado por las decisiones que se adopten sobre la base de lo actuado”13.  
 
Principio De Igualdad De Armas  
La Corte Constitucional ha definido:  
 
Con el principio de igualdad de armas, se quiere indicar que “(…) en el marco del 
proceso penal, las partes enfrentadas, esto es, la Fiscalía y la defensa, deben estar en 
posibilidad de acudir ante el juez con las mismas herramientas de persuasión, los 
                                                          
12
 Ver artículos 355  al 363 del CPP. 
13
 C-025 de 2009 M.P. Rodrigo Escobar Gil 




mismos elementos de convicción, sin privilegios ni desventajas, a fin de convencerlo 
de sus pretensiones procesales. Este constituye una de las características 
fundamentales de los sistemas penales de tendencia acusatoria, pues la estructura de 
los mismos, contrario a lo que ocurre con los modelos de corte inquisitivo, es 
adversarial, lo que significa que en el escenario del proceso penal, los actores son 
contendores que se enfrentan ante un juez imparcial en un debate al que ambos deben 
entrar con las mismas herramientas de ataque y protección.”14     
 
 
Principio de Igualdad de Armas- garantía del derecho a la defensa.  
 
Así mismo, la Corte Constitucional  ha considerado: 
 
“El principio de igualdad de armas constituye un elemento esencial de la garantía del 
derecho de defensa, de contradicción, y más ampliamente del principio de juicio 
justo, y hace relación a un mandato según el cual, cada parte del proceso penal debe 
poder presentar su caso bajo unas condiciones y garantías judiciales, que permitan 
equilibrar los medios y posibilidades de actuación procesal, dentro de las cuales se 
presente como esencial las facultades en cuanto al material probatorio a recabar, de 
tal manera que no se genere una posición sustancialmente desventajosa de una de las 
partes frente a la otra parte procesal, como la que de hecho se presenta entre el ente 
acusador y el acusado, a favor del primero y detrimento del segundo. El principio de 
igualdad de armas o igualdad de medios, supone entonces que la carga probatoria 
del acusador es proporcional a sus medios y que las reglas de ejercicio del principio 
contradictorio en virtud de esa carga, buscan equiparar la participación en el 
proceso penal, tanto optimizando lo más posible las garantías de la defensa, como 
incrementando la exigencia del cumplimiento de la labor probatoria del acusador.  
 
Para esta Corte el derecho de defensa en materia penal encuentra uno de sus más 
importantes y esenciales expresiones en el principio de igualdad de armas, en 
procura de garantizar la protección de los imputados frente a aquellas situaciones 
que desequilibran su actuación en el proceso
15”.   
                                                          
14
 Sentencia C-536/08. M.P. Jaime Araujo Rentería 
15
 Sentencia C-536/08. M.P. Jaime Araujo Rentería   
 
 






Principio de Igualdad de Armas en el Sistema Penal Acusatorio: Recaudo de 
material probatorio desde la etapa de investigación.  
 
Complementando lo anterior y continuando con lo definido por la Corte 
Constitucional:   
 
“El principio de igualdad de armas responde a la lógica que impone la metodología 
de investigación de los sistemas penales de tendencia acusatoria, ya que en este 
sistema ambas partes procesales, tanto la Fiscalía como al imputado o acusado, le es 
dable recaudar material probatorio durante la etapa de investigación, así como 
solicitar y controvertir pruebas en la etapa de juicio, lo cual pone en evidencia el 
papel diligente y activo que se le otorga al imputado y acusado en materia probatoria 




Principio de igualdad de armas en el sistema penal acusatorio: posibilita  el 
ejercicio de facultades de la  defensa en el recaudo, solicitud y  contradicción de 
pruebas en las etapas de investigación y de juicio. 
 
Prosiguiendo con lo normalizado por la Corte Constitucional:  
 
“Dada la finalidad constitucional del derecho de defensa y del principio de igualdad 
de armas, el cual busca mantener el equilibrio de la contienda y de garantizar la 
vigencia del plano de igualdades en el debate, la defensa debe estar en posibilidad de 
ejercer las facultades que le han sido otorgadas por la misma ley para el recaudo, 
solicitud y contradicción de pruebas, tanto en la etapa de investigación como en la 
etapa de juicio, y ello sin ninguna limitante por parte de su contraparte, esto es, del 
ente acusador, sino con las limitantes propias del Estado de Derecho respecto de la 
afectación de terceros y la afectación de derechos fundamentales, control que le 
corresponde ejercer a un juez de la República, en la etapa de investigación al juez de 
control de garantías y en la etapa de juicio al juez de conocimiento
17
. 
                                                          
16
 Sentencia C-536/08. M.P. Jaime Araujo Rentería 
17
 Sentencia C-536/08. M.P. Jaime Araujo Rentería 





6.3  Marco Jurídico 
 
Se mostrará el conjunto normativo que enmarca el objeto del estudio; es decir la 
legislación aplicable, partiendo de la Constitución Política de Colombia, en lo que 
hace relación a los derechos fundamentales; Código Penal, Código de Procedimiento 
Penal, Sentencias de la Corte Constitucional de Colombia y Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos.  
 
Constitución Política de Colombia 
  
Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la 
ley, recibirán la  misma  protección  y trato  de  las autoridades y gozarán  de  los 
mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza,  origen nacional 
o  familiar, lengua, religión,  opinión  política o filosófica. 
  
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de 
debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 
 
Artículo 29.   El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas. 
 




Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio. 
 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 
judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la 
asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el 
juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar 
pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 
condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 
 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 
 
 
Artículo 93 Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de 
excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad 
con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
Adicionado por el Acto Legislativo 02 de 2001, con el siguiente texto: El Estado 
Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los 
términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la 
Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, 
ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta 
Constitución. La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por 
parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución 
tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él.  





LEY 599 DE 2000 
 
Por la cual se expide el Código Penal,   de la cual tienen aplicabilidad para el 
caso que nos convoca, los siguientes artículos:  
 
Artículo 1°. Dignidad humana. El derecho penal tendrá como fundamento el 
respeto a la dignidad humana. 
 
Artículo 2°. Integración. Las normas y postulados que sobre derechos humanos 
se encuentren consignados en la Constitución Política, en los tratados y convenios 
internacionales ratificados por Colombia, harán parte integral de este código. 
 
Artículo 6°. Legalidad. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con la 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. La preexistencia de la 
norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco. 
Artículo 7°. Igualdad. La ley penal se aplicará a las personas sin tener en cuenta 
consideraciones diferentes a las establecidas en ella. El funcionario judicial tendrá 
especial consideración cuando se trate de valorar el injusto, la culpabilidad y las 
consecuencias jurídicas del delito, en relación con las personas que se encuentren en 
las situaciones descritas en el inciso final del artículo 13 de la Constitución Política. 
 
LEY 906 DE 2004 
 
Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal 
 




Artículo 1º. Dignidad humana. Los intervinientes en el proceso penal serán 
tratados con el respeto debido a la dignidad humana. 
 
Artículo  2º. Libertad.  Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. 
Nadie podrá ser molestado en su persona ni privado de su libertad sino en virtud de 
mandamiento escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades 
legales y por motivos previamente definidos en la ley. 
 
Artículo 3º. Prelación de los tratados internacionales. En la actuación 
prevalecerá lo establecido en los tratados y convenios internacionales ratificados por 
Colombia que traten sobre derechos humanos y que prohíban su limitación durante los 
estados de excepción, por formar bloque de constitucionalidad. 
 
Artículo 4º. Igualdad. Es obligación de los servidores judiciales hacer efectiva 
la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger, 
especialmente, a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, 
se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. 
 
El sexo, la raza, la condición social, la profesión, el origen nacional o familiar, 
la lengua, el credo religioso, la opinión política o filosófica, en ningún caso podrán ser 
utilizados dentro del proceso penal como elementos de discriminación. 
 
Artículo  8º. Defensa. En desarrollo de la actuación, una vez adquirida la 
condición de imputado, este tendrá derecho, en plena igualdad respecto del órgano de 
persecución penal.  





i) Disponer de tiempo razonable y de medios adecuados para la preparación de 
la defensa. De manera excepcional podrá solicitar prorrogas debidamente  justificadas y 
necesarias para la celebración de audiencias  a las que deba comparecer. 
 
j) Solicitar, conocer y controvertir pruebas. 
 
 Artículo 10º, inciso primero, señala que: 
 
“La actuación procesal se desarrollará teniendo en cuenta el respeto a los 
derechos fundamentales de las personas que intervienen en ella y la necesidad 
de lograr la eficacia del ejercicio de la justicia. En ella los funcionarios 
judiciales harán prevalecer el derecho sustancial” 
 
Articulo 15. Contradicción. Las partes tendrán derecho a conocer y controvertir las 
pruebas, así como  a intervenir en su formación, tanto las que sean producidas o 
incorporadas en el juicio oral y en el incidente de reparación integral, como las que se 
practiquen en forma anticipada. 
Para garantizar plenamente este derecho, en el caso de formulación de acusación la 
Fiscalía General de la Nación deberá, por conducto del juez de conocimiento, 
suministrar todos los elementos probatorios  e informes de que tenga noticia, incluidos 
los que sean favorables al procesado.  
 
Artículo 124. Derechos y Facultades. La defensa podrá ejercer todos los 
derechos y facultades que los tratados internacionales relativos a derechos humanos 
que formen parte del bloque de constitucionalidad, la Constitución política y la ley 
reconocen a favor del imputado. 
 
Articulo 125 Deberes y Atribuciones especiales En especial la defensa tendrá 
los siguientes deberes y atribuciones: 
“…” 




Buscar, identificar empíricamente, recoger y embalar elementos materiales 
probatorios  y evidencia física; realizar entrevistas  y valoraciones que requieran  
conocimientos especializados por medio de los técnicos e investigadores autorizados 
por la ley. Para tales efectos las entidades públicas o privadas, además de los 
particulares, prestaran la colaboración que requieran, sin que puedan oponer reserva, 
siempre que se acredite por parte del defensor certificado, que la información será 
utilizada para efectos judiciales. 
 
 Artículo 138, numeral 2º,Deberes de los servidores judiciales,  establece el de: 
 
“Respetar, garantizar y velar por la salvaguarda de los derechos de quienes 
intervienen en el proceso 
 
Articulo 200 Órganos “..” 
… 
Por policía judicial se entiende la función que cumplen las entidades del Estado para 
apoyar la investigación penal y, en el ejercicio de las mismas dependen 
funcionalmente de la Fiscalía General de la nación y sus Delegados. 
 
Los organismos oficiales y particulares están obligados a prestar la colaboración 
que soliciten las unidades de policía judicial, en los términos establecidos dentro de 
la indagación e investigación para la  elaboración de los actos urgentes y 
cumplimiento de las actividades contempladas en los programas metodológicos, 
respectivamente, so pena de las sanciones a que haya lugar. 
Artículo 204 Órgano técnico-científico. El Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses, de conformidad con la ley y lo establecido en el estatuto 
orgánico de la Fiscalía General de la Nación, prestará auxilio y apoyo técnico-
científico en las investigaciones desarrolladas por la Fiscalía General de la Nación y 
los organismos con funciones de policía judicial. Igualmente lo hará con el imputado 
o su defensor cuando estos lo soliciten. 




La Fiscalía General de la Nación, el imputado o su defensor se apoyarán, 
cuando fuere necesario, en laboratorios privados nacionales o extranjeros o en los de 
universidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras. 
También prestarán apoyo técnico-científico los laboratorios forenses de los 
organismos de policía judicial. 
 
Artículo  457º. Nulidad por violación a garantías fundamentales. Es causal de 
nulidad la violación del derecho de defensa o del debido proceso en aspectos 
sustanciales. 
 
SENTENCIAS CORTE CONSTITUCIONAL  
 
Sentencia T-004 de 1995 M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
 
Derecho de acceso a la administración de justicia. El acceso a la 
administración de justicia es un derecho fundamental cuyo alcance no puede 
concebirse dentro de los estrechos moldes de una posibilidad formal de llegar ante los 
jueces, o en la simple existencia de una estructura judicial lista a atender las demandas 
de los asociados. Su núcleo esencial reside en la certidumbre de que, ante los estrados 
judiciales, serán surtidos los procesos a la luz del orden jurídico aplicable, con la 
objetividad y la suficiencia probatoria que aseguren un real y ponderado conocimiento 
del fallador acerca de los hechos materia de su decisión. 
 
Sentencia C-037 de 1996 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa 
 




Revisión constitucional del proyecto de ley número 58/94 Senado y 264/95 Cámara, 
“Estatutaria de la Administración de Justicia”.      
 
Sentencia C-591 de 2005 M.P. Clara Inés Vargas Hernández 
 
Nuevo sistema procesal penal-Armonía con la Constitución  
  
El nuevo sistema procesal penal es perfectamente armónico con la Constitución 
de 1991, la cual operó una  Constitucionalización del derecho penal, entre otras 
materias, pues allí se reconocen derechos fundamentales, como por ejemplo el 
derecho a la libertad, que deben ser respetados a todas las personas, en todo momento, 
así como las garantías mínimas que debe reunir todo proceso judicial, a fin de impedir 
el desconocimiento de los mencionados derechos. 
 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO-Es un sistema de partes 
  
El nuevo modelo acusatorio es un sistema de partes, según el cual, el imputado ya no 
es un sujeto pasivo en el proceso, como lo era bajo el modelo inquisitivo, sino que 
demanda su participación activa, incluso desde antes de la formulación de la 
imputación de cargos. Por lo que, sin considerar una inversión de la presunción de 
inocencia, las cargas procesales se distribuyen entre la Fiscalía y el investigado, 
imputado o procesado a quien le corresponde aportar elementos de juicio que 
permitan confrontar los alegatos del acusador, e inclusive los aportados por la 
víctima a quien también se le permite la posibilidad de enfrentar al imputado. 
 




A diferencia del sistema de tendencia inquisitiva adoptado por la Constitución de 
1991, y que aún rige en buena parte del país, en el que la Fiscalía ejercía -a un 
tiempo- función acusatoria y funciones jurisdiccionales, en el nuevo sistema procesal 
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penal el rol del ente de investigación se ejerce con decidido énfasis acusatorio, 
gracias a lo cual, pese a que su participación en las diligencias procesales no 
renuncia definitivamente a la realización de la justicia material, el papel del fiscal se 
enfoca en la búsqueda de evidencias destinadas a desvirtuar la presunción de 
inocencia del procesado, lo cual constituye el distintivo del método adversarial. Por 
ello, al haberse transformado su objeto institucional y al habérsele dado a la Fiscalía 
la función de actuar eminentemente como ente de acusación, se entiende que el 
organismo público no esté obligado a recaudar evidencias que pudieran liberar de 
responsabilidad penal al imputado. La investigación adelantada por la Fiscalía se 
enfoca primordialmente a desmontar la presunción de inocencia que ampara al 
individuo objeto de investigación, lo que no significa que, de hallarse evidencia que 
resulte favorable a los intereses del mismo, ésta deba ser puesta a disposición de la 
defensa. En suma, mientras el sistema procesal penal derogado obliga al ente de 
investigación a recaudar pruebas favorables al procesado, el segundo lo obliga a 
ponerlas a disposición de la defensa en caso de encontrarlas, lo cual significa un 
evidente y sensible cambio en el énfasis de dicho compromiso. De igual manera, el 
nuevo sistema impone a la defensa una actitud diligente en la recolección de los 
elementos de convicción a su alcance, pues ante el decaimiento del deber de 
recolección de pruebas exculpatorias a cargo de la Fiscalía, fruto de la índole 
adversativa del proceso penal, la defensa está en el deber de recaudar por cuenta 
propia el material probatorio de descargo. El nuevo modelo supera de este modo la 
presencia pasiva del procesado penal, comprometiéndolo con la investigación de lo 
que le resulte favorable. 
Sentencia C-537 de 2006 M.P.  Humberto Antonio Sierra Porto 
 
Principio de favorabilidad penal- Aplicación de normas del sistema penal 
acusatorio a casos gobernados por el Código de Procedimiento Penal del 
2000/Sistema Penal Acusatorio-Aplicación del principio de favorabilidad. 
“Así mismo, en sentencia T- 1099 de 2003 la Corte, reagrupando sus líneas 
jurisprudenciales en materia del derecho a presentar y controvertir las pruebas, estimó 
que éste comprendía, a favor del procesado, los derechos a ( i ) presentar y solicitar 
pruebas; ( ii ) a controvertir  las presentadas en su contra; ( iii ) el aseguramiento de 
la publicidad de la prueba, a fin de asegurar el derecho a la contradicción; ( iv ) 
derecho a la regularidad de la prueba; (v) el derecho a que de oficio se practiquen  las 




pruebas que resulten necesarias para asegurar el principio  de efectividad de los 
derechos; y ( vi ) el derecho a que se evalúen  por el juzgador las pruebas 
incorporadas al proceso. 
Ahora bien, en los tratados internacionales sobre derechos humanos que hacen parte 
del bloque de constitucionalidad, se establece como garantía fundamental del derecho 
al debido proceso penal, la facultad de que dispone el procesado para “interrogar a 
los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o 
peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos”, en los términos 
del artículo 8º, inciso 2º, literal f de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. A su vez, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su 
artículo 14.2 dispone que durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá 
derecho, en plena igualdad, a “interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y 
a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados 
en las mismas condiciones que los testigos de cargo”. De igual manera, la Convención 
de Derechos del Niño,  dispone en su artículo  40, inciso segundo, que todo menor que 
haya infringido la ley penal, tiene derecho a “interrogar o hacer que se interrogue a 
testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo 
en condiciones de igualdad”. 
En igual sentido, los Tribunales Internacional de Derechos Humanos han recabado en 
la importancia que ofrece la garantía de derecho que le asiste al acusado de interrogar 
directamente a los testigos de cargo, en tanto que elemento fundamental del derecho al 
debido proceso penal. En tal sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
en el caso Castillo Petruzzi contra Per consideró que constituía una violación al 
artículo 8.2 del Pacto de San José, el hecho de que la legislación interna prohibiese 
interrogar a agentes estatales cuyos testimonios constituyesen la base de una 
acusación. Así mismo, la Corte Europea de Derechos Humanos, en el asunto Bönish, y 
posteriormente en el caso Barberà, Messegué y  Jabardo contra España estimó 
que “dentro de las prerrogativas que deben concederse a quienes hayan sido acusados 
está la de examinar los testigos en su contra y a su favor, bajo las mismas condiciones, 
con el objeto de ejercer su defensa. De igual manera, en el caso P.S. contra Alemania, 
la Corte Europea de Derechos Humanos consideró que “Cuando una condena está 
basada únicamente o en grado decisivo sobre deposiciones que han sido hechas por 
una persona que el acusado no ha tenido oportunidad de examinar o hacer examinar, 
sea durante la etapa de investigación o en el juicio, los derechos de la defensa están 
restringidos a un punto que es incompatible con las garantías provistas en el artículo 




6º. Otro tanto sucede en el derecho comparad, donde incluso se ha llegado a 
considerar la imposibilidad de fundar una sentencia condenatoria con base en las 
manifestaciones incriminatorias de un coimputado, si la defensa o el propio imputado 
no pudieron interrogarlo plenamente 
Con todo, cabe precisar, siguiendo la jurisprudencia constituciona, que el derecho a 
contrainterrogar al testigo de cargo puede ser limitada válidamente ante la 
imposibilidad de repetir la prueba, con lo cual, son admisibles las pruebas anticipadas. 
En este orden de ideas, interpretando armónicamente el artículo 29 Superior con los 
artículos 8.2 de la CADH y 14.2 del PIDCP, se concluye que, en materia penal, el 
procesado tiene derecho a presentar y controvertir pruebas, lo cual implica el derecho 
a contrainterrogar directamente a los testigos de cargo.” 
Sentencia C-396 de 2007 M.P.Marco Gerardo Monroy Cabra 
 
“La pasividad judicial en materia probatoria favorece la igualdad de trato jurídico 
entre los sujetos procesales y, en especial, lo que la doctrina especializada ha 
denominado la igualdad de armas en el proceso penal. Dicho de otro modo, la 
prohibición demandada tiene por objeto evitar situaciones de privilegio o de 
supremacía de una de las partes, de tal suerte que se garantice la igualdad de 
posibilidades y cargas entre las partes en las actuaciones penales cuya 
característica principal es la existencia de contradicción. En efecto, la aplicación del 
principio de igualdad de armas en el proceso penal hace parte del núcleo esencial de 
los derechos al debido proceso y de igualdad de trato jurídico para acceder a la 
justicia (artículos 29, 13 y 229 de la Constitución), según el cual las partes deben 
contar con medios procesales homogéneos de acusación y defensa, de tal manera 
que se impida el desequilibrio entre las partes y, por el contrario, se garantice el uso 
de las mismas posibilidades y cargas de alegación, prueba e impugnación. Ahora, la 
desigualdad institucional, evidente en el sistema penal acusatorio (el aparato estatal 
investigativo, por regla general, tiene mayor fortaleza económica, orgánica y 
funcional, que la defensa a cargo de los particulares), supone la necesaria 
intervención legislativa para superarla y propiciar la igualdad de trato y de 
oportunidades de defensa. Por ello, el fortalecimiento y real aplicación de principios 
procesales tales como la presunción de inocencia, el in dubio pro reo, las 
prohibiciones de doble incriminación y de autoacusación, entre otros, colocan al 




juez en una posición clara frente al vacío probatorio: la pasividad probatoria como 
instrumento de equiparación de armas entre las partes.” 
  




 “Constituye una de las premisas fundamentales del proceso penal acusatorio, y está 
dirigido a garantizar que el acusador y el acusado tengan a su alcance posibilidades 
reales y ciertas para ejercer sus derechos y las herramientas necesarias para 
situarse en un equilibrio de poderes y hacer respetar sus intereses. Este principio 
supone la existencia de dos partes en disputa y se estructura como un mecanismo de 
paridad en la lucha, de igualdad de trato entre los sujetos procesales o de justicia en 
el proceso, por lo que resulta evidente que la igualdad de armas entre la defensa y la 
Fiscalía se concreta y se hace efectiva principalmente en la etapa del juzgamiento”. 
 
Sentencia C-536 de 2008 M.P. Jaime Araujo Rentería  
 
PRINCIPIO DE IGUALDAD DE ARMAS EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO-Posibilita el ejercicio de facultades de la defensa en el recaudo, 
solicitud y contradicción de pruebas en las etapas de investigación y de juicio 
  
Dada la finalidad constitucional del derecho de defensa y del principio de igualdad de 
armas, el cual busca mantener el equilibrio de la contienda y de garantizar la vigencia 
del plano de igualdades en el debate, la defensa debe estar en posibilidad de ejercer 
las facultades que le han sido otorgadas por la misma ley para el recaudo, solicitud y 
contradicción de pruebas, tanto en la etapa de investigación como en la etapa de 
juicio, y ello sin ninguna limitante por parte de su contraparte, esto es, del ente 
acusador, sino con las limitantes propias del Estado de Derecho respecto de la 
afectación de terceros y la afectación de derechos fundamentales, control que le 
corresponde ejercer a un juez de la República, en la etapa de investigación al juez de 
control de garantías y en la etapa de juicio al juez de conocimiento. 
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PRINCIPIO DE IGUALDAD DE ARMAS EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO-Posibilita al imputado y su defensa escoger la entidad que conceptúe 
respecto del material probatorio recaudado en la etapa de investigación 
  
El principio de igualdad de armas tiene aplicación también en relación con la 
posibilidad para el imputado y su defensa de escoger la entidad de carácter técnico 
científico que deba conceptuar respecto del material probatorio recaudado por el 
imputado y su defensor durante la etapa de investigación, y no estar sujeto a una 
entidad que depende de su contraparte, esto es, del ente acusador. 
  
PRINCIPIO DE IGUALDAD DE ARMAS EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO-Se vulnera al exigirse constancia expedida exclusivamente por la 
Fiscalía sobre la calidad de imputado o defensor 
  
En aras de garantizar los derechos fundamentales del imputado o su defensor dentro 
de la etapa de investigación dentro del proceso penal y en materia probatoria, esta 
Sala considera que no puede ser en forma exclusiva la Fiscalía quien tenga la facultad 
de otorgar la constancia de que trata la disposición sub examine, por cuanto como ya 
se anotó, al ser la Fiscalía la contraparte dentro del proceso penal y al ser el 
otorgamiento de la constancia sobre la calidad de imputado o defensor una facultad 
exclusiva de esta autoridad, se vulnera la igualdad de armas y el equilibrio entre las 
partes dentro del proceso penal, y de contera el derecho de defensa. Por esta razón, la 
Sala encuentra que en armonía con el principio constitucional de igualdad de armas y 
el derecho de defensa, la constancia en cuestión debe poder ser expedida por cualquier 
autoridad que pueda dar fé, expedir constancia o certificar la calidad de imputado o 
defensor de que trata la norma. Así el imputado o defensor, deben poder obtener dicha 
constancia del juez de control de garantías, del mismo fiscal, si así lo deciden 
libremente y lo consideran conveniente, o de otras autoridades, como por ejemplo, de 
la Defensoría 
  




PRINCIPIO DE IGUALDAD DE ARMAS EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO-Se vulnera al exigirse certificado expedido exclusivamente por la 
Fiscalía respecto de la utilización de la información para efectos judiciales 
  
La Corte considera inexequible la radicación de dicha competencia en forma exclusiva 
en cabeza de la Fiscalía por ser violatorio del principio de igualdad de armas dentro 
del proceso penal, ya que le otorga un poder de certificación al ente acusador respecto 
del defensor y la finalidad de su actividad probatoria, lo cual afecta claramente la 
igualdad de las partes dentro del proceso de investigación, condicionando la actividad 
y diligencia del defensor en el recaudo de material probatorio a la obtención de dicha 
certificación, por parte precisamente del ente acusador, lo cual rompe el equilibrio que 
debe reinar dentro del proceso penal. Si bien la Sala no encuentra objeción 
constitucional alguna frente a la exigencia de certificación que debe ser aportada por 
el defensor, en relación con que la información requerida por él será utilizada para 
efectos judiciales, ya que ello cumple con la finalidad constitucional legítima de 
garantizar la no afectación de intereses y derechos fundamentales de terceros, desde el 
punto de vista constitucional, pueden expedir dicha certificación cualquier autoridad 
competente para poder certificar sobre el objetivo y la finalidad del material 
probatorio que busque recabar la defensa, entre ellas y sólo a título de ejemplo, el juez 
de garantías, la Fiscalía, la Defensoría, etc., lo cual garantiza el principio de igualdad 
de armas y el derecho de defensa. 
 
Sentencia C-025 de 2009. M.P. Rodrigo Escobar Gil 
 
PRINCIPIO DE IGUALDAD DE ARMAS-Importancia en los sistemas 
penales de tendencia acusatoria Derecho a la defensa-Garantía del debido 
proceso/Derecho a la defensa-Definición/Derecho a la defensa-Importancia 
 
Una de las principales garantías del debido proceso, es precisamente el derecho a la 
defensa, entendido como la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de 
cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer valer las 
propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en 
contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así 




como de ejercitar los recursos que la ley otorga. Su importancia en el contexto de las 
garantías procesales, radica en que con su ejercicio se busca impedir la arbitrariedad 
de los agentes estatales y evitar la condena injusta, mediante la búsqueda de la verdad, 
con la activa participación o representación de quien puede ser afectado por las 
decisiones que se adopten sobre la base de lo actuado. 
 
Sentencia C-127 de 2011 M.P. María Victoria Calle Correa 
 
Derecho de defensa en materia penal-Modalidades/Derecho a la defensa 
técnica-Conocido en el modelo de tendencia acusatoria como el principio de igualdad 
de armas/Principio de igualdad de armas-Hace parte del núcleo esencial del derecho 
a la defensa y al debido proceso/Derecho a la defensa- Ámbito de aplicación en el 
proceso penal comprende toda actuación incluida la etapa preprocesal. 
 
De conformidad con las garantías reconocidas en la Constitución y los tratados de 
derechos humanos, la Corte ha aceptado que el ejercicio del derecho a la defensa en 
materia penal comprende dos modalidades, la defensa material y la defensa técnica. La 
primera, la defensa material, es aquella que le corresponde ejercer directamente al 
sindicado. La segunda, la defensa técnica, es la que ejerce en nombre de aquél un 
abogado escogido por el sindicado, denominado defensor de confianza, o bien a través 
de la asignación de un defensor público proporcionado directamente por el Estado a 
través del Sistema Nacional de Defensoría Pública. 
 
En relación con el derecho a la defensa técnica, conocido en el modelo de tendencia 
acusatoria como el principio de “igualdad de armas”, la jurisprudencia constitucional 
ha sido enfática en sostener que el mismo hace parte del núcleo esencial del derecho a 
la defensa y al debido proceso, y su garantía plena es particularmente relevante si se 
considera que de su ejercicio se deriva la garantía de otros derechos como el de 
igualdad de oportunidades e instrumentos procesales. Para la Corte, el principio de 
igualdad de armas “constituye una de las características fundamentales de los sistemas 
penales de tendencia acusatoria, pues la estructura de los mismos, contrario a lo que 
ocurre con los modelos de corte inquisitivo, es adversarial, lo que significa que en el 
escenario del proceso penal, los actores son contendores que se enfrentan ante un juez 
imparcial en un debate al que ambos deben entrar con las mismas herramientas de 




ataque y protección”. Si bien el derecho a la defensa, y en particular el derecho a la 
defensa técnica, resulta determinante para la validez constitucional del proceso penal, 
el tema de si el derecho de defensa en materia procesal penal tiene un espectro  amplio 
o restringido no ha sido un asunto pacífico, a pesar de que el artículo 29 de la 
Constitución claramente extiende el derecho al debido proceso “a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas”, y en materia penal reconoce el derecho de 
los sindicados a una defensa técnica “durante la investigación y el juzgamiento”. 
Efectivamente, el asunto ha sido objeto de pronunciamiento por parte de esta 
Corporación, tanto en el modelo mixto de tendencia inquisitiva inicialmente adoptado 
por la Constitución del 91 y desarrollado básicamente por el Decreto 2700 de 1991 y 
la Ley 600 de 2000, como en el sistema procesal penal de tendencia acusatoria 
incorporado a nuestro ordenamiento jurídico mediante el Acto Legislativo 03 de 2002 
y desarrollado por el Legislador a través de la Ley 906 de 2004, con las 
modificaciones introducidas por la Ley 1142 de 2007. En los dos escenarios la 
posición de la Corte ha sido “unívoca, consistente y sólida, en el sentido de sostener 
que, a luz de la Constitución y de los tratados internacionales de derechos humanos, no 
pueden consagrarse excepciones al ejercicio del derecho de defensa, esto es, no puede 
edificarse sobre él restricción alguna, de manera que debe entenderse que la defensa 
se extiende, sin distingo ninguno, a toda la actuación penal, incluida por supuesto la 
etapa preprocesal, conocida como investigación previa, indagación preliminar o 
simplemente indagación” 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA- SALA DE CASACIÓN PENAL 
 
Sentencia 28788 de  Marzo de 2008 M.P. Yesid Ramirez Bastidas 
 
“La igualdad de armas, Waffengleichheit de acuerdo con la expresión utilizada en 
alemán, resulta, con todo, demasiado ajena, en cuanto a forma y espíritu, al 
concepto inglés: una imagen deportiva no debería sustituirse sin más por otra de 




3. Con motivo del Acto Legislativo 03 de 2002 y la Ley 906 de 2004 tuvieron lugar 
diferentes eventos académicos, presentación de proyectos, propuestas y ponencias 
                                                          
20 Sobre lo dicho véase Boletines Terminológicos y Normativos, 
http://www.europarl.europa.eu/transl_es/plataforma/pagina/celter/bol60.htm 




que buscaban delimitar la igualdad entre acusación-defensa, mereciendo ser 
destacadas las siguientes: 
 
3.1. En la Exposición de Motivos del Proyecto de Acto Legislativo N° 237 de 2002, 
al tratar sobre la contradicción se dijo que con dicho principio sepermite que 
acusador y defensa obren en plano de igualdad, que se materialice el derecho de 
defensa y que el ciudadano vinculado a un proceso penal se tenga por sujeto del 
mismo y no por objeto de él… 




 Debate al Proyecto de Acto 
Legislativo 237 de 2002 Cámara, se explicó que en la nueva sistemática procesal el 
juicio sería el momento en el cual dos sujetos en plano de igualdad (acusador y 
defensa) debatirán sus argumentos, y un tercero imparcial, que es el juez, decidirá 
sobre la responsabilidad o no del acusado, fundado en el debate previo entre fiscal y 
defensa. Esto, en ejercicio del principio de oralidad le dará mayor agilidad y 
celeridad al proceso, sin sacrificar garantías de los ciudadanos, pues estando unos y 
otros en plano de igualdad, siendo público, es decir, con el control de la comunidad, 
etc., el sistema se hará más operativo. 
3.3. En la Ponencia para Cuarto Debate del Proyecto 12 de 2002 Senado, 237 de 
2002 Cámara
23
, se insistía nuevamente, al hablar de la defensoría pública, que la 
principal característica del sistema acusatorio (es) la celebración de juicios orales, 
públicos, contradictorios y concentrados, en los que actúan dos partes en plano de 
igualdad, esto es, la acusación y la defensa, debe fortalecerse la defensoría pública. 
Este tal vez sea uno de los retos más importantes que implica la reforma, pues para el 
adecuado funcionamiento del sistema propuesto se requiere la existencia de una 
defensoría pública fuerte y sólida que garantice su presencia en los procesos y, por 
esta vía, la defensa técnica de los sindicados que no tengan recursos para costearse 
una defensa privada. 
3.4. En el curso de los debates parlamentarios se escucharon voces que resaltaron la 
igualdad de armas como característica esencial de la nueva sistemática procesal penal. 
Por ejemplo, EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Defensor del Pueblo, expresó:  
                                                          
21 Gaceta del Congreso 148, 7 de mayo de 2002. 
22 Gaceta del Congreso 157, 10 de mayo de 2002. 
23 Gaceta del Congreso 232, 14 de junio de 2002. 




El proceso penal en este modelo acusatorio se concibe literalmente como una 
contienda entre los sujetos procesales, la defensa y el defensor ubicados en el 
mismo plano de igualdad frente a un tercero imparcial que es el Juez, por eso 
el eje del sistema acusatorio es el fortalecimiento del juicio, un juicio oral, un 





3.5. Una vez aprobado el Acto Legislativo 03 de 2002 se instaló la Comisión 
Redactora Constitucional, en la que se dijo, por ejemplo, que en el proceso a 
implementar se tenía que garantizar que las partes van a poder actuar en 
condiciones de igualdad
25
,y se recalcó en la necesidad de armonizar las normas 
nacionales con los tratados internacionales que consagran el principio de 
igualdad de armas
26
, de donde finalmente surgió el contenido del actual artículo 
8°, en el que se lee que la defensa tiene derechos en plena igualdad respecto del 
órgano de persecución penal. 
 
En todo caso, en la mencionada Comisión se precisó por un asistente que la 
igualdad de armas no se refiere a la víctima sino a la Fiscalía General de la 
Nación como ente acusador, y al sindicado como acusado dentro de la 
actuación
27
, descartándose que tal principio tuviera aplicación directa y plena 
respecto de las víctimas
28
; adicionalmente se dejó constancia en cuanto a que en 
donde ocurre el contradictorio pleno de igualdad absoluta es en el juicio
29
 (y 




3.6. Al ser presentado a consideración del Congreso de la República el proyecto de 
Código de Procedimiento Penal de acuerdo con el cual se implementaría la reforma 
constitucional, se afirmó en la exposición de motivos que solamente puede calificarse 
como proceso acusatorio aquel en el que se encuentran perfectamente diferenciadas 
las funciones de los intervinientes en la actuación: un juez imparcial que a nombre 
del estado evalúa la responsabilidad del acusado con base en las pruebas que son 
presentadas a su conocimiento de manera pública, oral, concentrada, con plena 
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 Véase Acta de Plenaria 35 del 09 de diciembre de 2002, Gaceta del Congreso, 28, 4 de febrero de 2003. 
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 JESÚS IGNACIO GARCÍA, Acta N° 4, 7 de febrero de 2003. 
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 JAIME GRANADOS, Acta N° 5, 14 de febrero de 2003. 
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 JULIO ANDRÉS SAMPEDRO, Acta N° 7, 28 de febrero de 2003. 
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 Véase Acta N° 8, de 7 de marzo de 2003. En el Acta 14 (de 25 de abril de 2003) se encuentra la preocupación del 
comisionado GUSTAVO GÓMEZ VELÁSQUEZ en torno a la posibilidad de un desequilibrio en el proceso con la 
intervención de las víctimas. 
29
 JAIME ENRIQUE GRANADOS, Acta N° 13, de 11 de abril de 2003. 
30
 CARLOS EDUARDO MEJÍA, Acta N° 13, de 11 de abril de 2003. 




confrontación y contradicción; un fiscal, que a nombre del Estado ejerce la acción 
penal a través de la acusación y que como titular de la pretensión punitiva, tiene la 
obligación de presentar en el juicio las pruebas de cargo adecuadas para desvirtuar 
la presunción de inocencia; y, una defensa, que en plena igualdad de condiciones 




3.7. En las ponencias y sesiones surtidas en el Congreso de la República y en forma 
previa a la aprobación de la Ley 906 de 2004, se señaló que la nueva normatividad 
establecía un sistema de partes, de modo que debía tenerse mucho cuidado con las 
facultades otorgadas al Ministerio público para evitar un desequilibrio en el proceso
32
 y 




Con todo, algún senador advirtió que en la nueva codificación aparecía un afán 
eficientista que dejaba maltrecha la igualdad material de las partes. Precisó que este 
proyecto, tal y como ha sido formulado, en particular sus disposiciones sobre la 
recolección de las pruebas y las atribuciones especiales de las partes intervinientes, 
asume ilusoriamente y en contravía de toda lógica y todo sentido común, la presunta 
igualdad material entre las partes y en consecuencia, se abstiene de introducir las 




5. La Corte Suprema de Justicia ha enseñado que el Acto Legislativo N° 03 de 2002 
introdujo el principio acusatorio, lo cual implica el Reconocimiento de la «igualdad 
de armas» entre la Fiscalía y la defensa, de modo que puedan actuar en el mismo 
plano como adversarios que someten su teoría del caso y sus pruebas a conocimiento 




En oportunidad posterior indicó que la igualdad de armas es un principio que 
gobierna el proceso de partes de modo que implica otorgar a estas similares 
                                                          
31
 LUIS CAMILO OSORIO, Exposición de Motivos al Proyecto de Ley Estatutaria “Por medio de la cual se expide el 
Código de Procedimiento Penal”, Gaceta del Congreso, 339, 23 de julio de 2003. 
32 REGINALDO MONTES, Acta de la Plenaria del Congreso del 21 de abril de 2004, Gaceta del Congreso, 296, 22 de 
junio de 2004. 
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 LUIS HUMBERTO GÓMEZ GALLO, HÉCTOR HELÍ ROJAS JIMÉNEZ Y GERMÁN VARGAS LLERAS, en sus Informes de 
Ponencia para Primer y Segundo debate al Proyecto de Ley 01 de 2003 Cámara, 229 de 2004 Senado, “por la cual 
se expide el Código de Procedimiento Penal”, Gaceta del Congreso, 200, 14 de mayo de 2004 y Gaceta del 
Congreso, 200, 4 de junio de 2004. 
34
 Carlos Gaviria Díaz, constancia dejada en la Plenaria del Congreso de 9 de junio de 2004, Gaceta del Congreso, 
359, 19 de julio de 2004. 
35
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia 30 de marzo de 2006, radicación 24468. 




herramientas que le permitan sustentar probatoriamente la concreta teoría del caso 
que signa la que debió entenderse mejor estrategia
36.” 
 
Sentencia 29118 de abril de 2008 M.P. Sigifredo Espinosa Pérez 
 
El principio de igualdad de armas y su efectividad 
  
“También bastión fundamental del sistema acusatorio implementado en nuestro país, 
dentro de la connotación adversarial o de partes del mismo, se erige el principio de 
igualdad de armas que, palabras más, palabras menos, se encamina a ofrecer a esas 
partes medios adecuados para que su labor, conforme los intereses que se defienden 
y las pretensiones que derivan de su particular teoría del caso, no se vea 
obstaculizada por medidas discriminatorias o limitaciones logísticas y económicas 
que desequilibren la balanza a favor de la contraparte. 
En nuestro país, se ha entendido que la Fiscalía, conforme su adscripción estatal, 
posee los medios logísticos necesarios para desarrollar su función y lograr el 
cometido propuesto, dotada como ha sido de investigadores de campo y de 
laboratorio encargados de recoger y analizar la evidencia que conduzca a formular 
la acusación y demostrar la responsabilidad de quienes han sido llamados a juicio. 
 
Como contrapartida, también se ha advertido que en la generalidad de los casos, o 
cuando menos en gran parte de ellos, la parte defensiva, compuesta por el procesado 
y el profesional del derecho que lo asiste, las más de las veces adscrito a la 
Defensoría Pública, dada la carencia de recursos del primero, no cuentan con los 
medios económicos suficientes para  adelantar una particular tarea de investigación 
u obtener los exámenes de profesionales peritos que soporten su teoría del caso o 
alguna de las aristas de esta. 
 
Alguno de esos aspectos, en concreto la posibilidad de adelantar investigación de  
campo, ha tratado de suplirse por la Defensoría del Pueblo, a través de la creación 
de un grupo de investigadores dedicado específicamente a esa función de recolección 
de evidencias y entrevistas de posibles testigos. 
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Empero, no cuenta esa institución con profesionales en las distintas áreas del 
conocimiento que se encarguen de emitir informes periciales y luego los puedan 
sustentar en curso de la audiencia de juicio oral, razón por la cual el único medio a 
la mano para que esa igualdad de armas no resulte simplemente ilusoria, en los 
casos en los que el procesado carece de recursos económicos, es precisamente acudir 
al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, organismo que si bien 
se halla adscrito a la Fiscalía General de la Nación, tiene la obligación de realizar 
los exámenes solicitados por la defensa o el procesado y emitir el consecuente 
informe, como así expresamente lo ordena el artículo 204 de la Ley 906 de 2004.” 
“En el asunto examinado la defensa diligente y reiteradamente acudió ante el 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, buscando se practicase 
examen siquiátrico a sus representados, como así lo recomendó el médico general 
encargado de evaluarlos, para efectos de sustentar su teoría del caso referida a la 
supuesta condición de inimputabilidad de estos. 
Esa evaluación fue solicitada por la defensora desde antes de que se formulase la 
acusación, reiterándose en curso de la etapa del juicio, pero con resultados 
negativos, pues, ya muchos meses después, en curso la audiencia de juicio oral, 
ninguna respuesta positiva se recibió.    
 Incluso, en algunos de esos eventos el Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses, adujo que era menester contar con los tres procesados, para 
efectos de realizar el examen conjunto, pero ello se vio repetidamente imposibilitado 
ante la negativa del INPEC para recluir en la ciudad de Bogotá a los tres vinculados 
con la conducta punible. 
 
En este sentido, también registra el trámite procesal la gran cantidad de solicitudes 
efectuadas por la defensa, e incluso por la jueza de conocimiento, encaminadas a 
facultar la presencia de los acusados en esta ciudad. 
No se obtuvo tampoco respuesta positiva del INPEC, y ello incidió notablemente en 
la posibilidad de que se pudiera realizar el examen en cuestión, observando la Corte 
que se incumplió de manera flagrante lo ordenado por la Jueza de conocimiento 
sobre el particular. 
 En conjunto, entonces, la desidia de dos entes estatales, Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, e INPEC, generó enorme vulneración a los 
derechos de la defensa, tornando en la práctica inoperante el principio de igualdad 




de armas, con enorme desdoro del sistema y su efectividad, al punto que, finalmente, 
un asunto trascendente para la correcta aplicación de justicia se vino a menos, 
facultando que se condenara a los procesados como imputables, no obstante las 
evidencias que obligaban corroborar el tópico ante la posibilidad de que los 
procesados pudieran padecer algún tipo de trastorno que les impidiese conocer su 
naturaleza ilícita o gobernar la voluntad de acuerdo con ese conocimiento. 
Es ello, cabe agregar, apenas consecuencia de la obligación impartida a los 
funcionarios judiciales en el artículo 4° de la Ley 906 de 2004, en punto de 
propender por la igualdad de los intervinientes, en especial de aquellos que se 
encuentran en debilidad manifiesta (económica, para el caso que nos ocupa).” 
 
Sentencia 31063 de julio de 2008 M.P. Jorge Luis Quintero Milanes  
 
La protección del derecho de defensa. Frente a este postulado la jurisprudencia de 
la Corte ha precisado que “el sistema adoptado mediante la Ley 906 de 2004, como 
cualquier modelo de corte acusatorio, tiene por nota característica la protección a 
ultranza del derecho de defensa, de modo que potencia hasta su mayor grado de 
expresión garantías tales como el derecho de contradicción, al punto que el peso de 
la actuación ya no recae, como en los sistemas anteriores, en la fase instructiva, sino 
en el juicio oral, público, concentrado, sin dilaciones injustificadas y con 
inmediación de la prueba (arts. 15 al 18).  Así mismo, cobra mayor importancia el 
principio de no autoincriminación y el de contar con asistencia profesional durante 
toda la actuación procesal (art. 8)
37”. 
Sentencia 31767 de Febrero de 2010 M.P.   M.P. Jorge Luis Quintero Milanes 
  
“Al respecto, el Tribunal Constitucional, al decidir acerca de la exequibilidad del 
artículo 332 respecto a la facultad privativa del fiscal de solicitar la preclusión en las 
fases de indagación e investigación, precisó: 
“En este sentido, se ha venido sosteniendo reiteradamente que el principio de 
igualdad de armas puede admitir limitaciones, especialmente justificables en la 
etapa de investigación penal, puesto que a pesar de que es fundamental que las 
partes cuenten con los medios procesales suficientes para defender sus intereses en 
el proceso penal, esa igualdad de trato no puede conducir a la eliminación de la 
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estructura de partes que consagra el sistema penal acusatorio. De hecho, incluso, 
algunos doctrinantes sostienen que, por la naturaleza misma del sistema penal 
acusatorio, el principio de igualdad de armas es incompatible y no se hace efectivo 
en la investigación, en tanto que el equilibrio procesal a que hace referencia esta 
garantía solamente puede concretarse cuando las partes se encuentran 
perfectamente determinadas, por lo que, sólo en el juicio, puede exigirse que el 
ataque y la defensa se encuentren en situación de igualdad. De todas maneras, a 
pesar de que la defensa también podría preparar el juicio mediante la búsqueda de 
elementos probatorios y de evidencias que desvirtúen la posible acusación, lo cierto 
es que en la etapa de la investigación el rol fundamental corresponde a la Fiscalía 
General de la Nación porque ella tiene a su cargo la tarea de desvirtuar la 
presunción de inocencia que ampara al imputado... 
“En consecuencia, no podría concluirse que para efectos de garantizar la igualdad 
de armas en el proceso penal, la defensa también debería tener la posibilidad de 
solicitar la preclusión de la investigación penal con idénticas condiciones a las 
señaladas al órgano investigador, o que la defensa tendría absolutamente todas las 
facultades que tiene el ente acusador o que, por el contrario, la Fiscalía debería 
tener todas las ventajas probatorias que con la presunción de inocencia ampara a la 
defensa, pues ello no sólo desconocería los diferentes roles que asumen las partes en 
el proceso penal, sino que dejaría sin efectos las etapas del proceso penal que el 
constituyente diseñó para que cada uno de los intervinientes desempeñen sus tareas 
dirigidas a lograr la justicia material. Luego, resulta evidente que, por la estructura 
misma del proceso penal acusatorio, la igualdad de armas entre la defensa y la 
Fiscalía se concreta y se hace efectiva principalmente en la etapa del juzgamiento”. 
 
Sentencia 35432 de diciembre de 2010 M.P. Sigifredo Espinosa Pérez 
 
“En el debate surgido durante el trámite adelantado por la primera instancia, la jueza 
de control de garantías, advirtió que la legislación penal, esto es, la ley 906 de 2004, 
omitió considerar o regular lo concerniente al principio de igualdad de armas en los 
casos en los cuales la defensa veía limitada su posibilidad de allegar elementos 
materiales probatorios, evidencia física o informes, por la negligencia u oposición de 
los funcionarios públicos encargados de facilitar esa tarea. 
 




Señaló además la funcionaria, que por tratarse de una tarea propia de la defensa, 
ajena  al proceso penal, dado que involucra a funcionarios administrativos, el único 
remedio habilitado para proteger los derechos de esa parte remitía a la jurisdicción 
constitucional, en sede de tutela. 
 
Pues bien, para dilucidar la cuestión, lo primero que tiene que decir la Sala, es que 
resulta cuando menos ilógico que dentro de un proceso como el penal, la solución a 
cuestiones problemáticas inherentes al mismo, se otorgue por la vía extrasistemática. 
 
Si se trata de un procedimiento serio, mal puede advertirse necesario recurrir a otras 
jurisdicciones, sólo con el pretexto de que la norma no consagra expresa o 
directamente algún tipo de facultad que permita dentro del mismo escenario 
solucionar esas cuestiones problemáticas. 
 
Es que, el tema en discusión se encuentra inexcusablemente vinculado con el derecho 
de defensa, postulado de garantía que incluso puede alegarse por la vía extraordinaria 
de la casación. 
 
Y, entonces, si resulta que, como la misma funcionaria de primera instancia lo 
reconoce, el derecho se encuentra limitado o impedido, perfectamente esta puede 
erigirse en causal de anulación del trámite y, desde luego, en contrario no podrá 
aducirse que el profesional del derecho poseía un mecanismo a la mano, dejado de 
utilizar, simplemente porque ese medio    –acción de tutela- es ajeno al proceso mismo. 
 
Conocido que los jueces de control de garantías, desde su misma consagración de 
principialística legal, tienen como función no solo, a pesar de lo afirmado por la 
señora jueza de control de garantías, servir de límite o acotación al poder estatal 
representado por la Fiscalía, sino que se les encomienda la protección de los derechos 
de todos los intervinientes en el proceso; y si además se tiene claro que ese trámite 
consagrado en la ley 906 de 2004, demanda de las partes en contienda, Fiscalía y 
defensa, adelantar su particular tarea investigativa, luego de que se ha abierto 
formalmente el proceso por virtud de la formulación de imputación (e incluso antes, 
como ya lo han dejado suficientemente establecido esta Corporación y la Corte 
Constitucional), mal puede afirmarse que no corresponde a un asunto propio del 
mismo aquel encaminado a permitir de la defensa allegar los elementos de juicio 
necesarios para adelantar su labor. 
 




No sobra recordar que cuando se habla del principio de igualdad de armas y su 
protección, necesariamente se alude a esa función de limitar la actividad estatal a la 
que hace referencia la señora jueza de control de garantías, en tanto, por estimarse 
que el Estado posee los medios y capacidad logística suficientes para adelantar la 
tarea encaminada a acusar, el principio en mención busca igualar a la defensa, 
ofreciéndole medidas positivas, precisamente esas que debe vigilar y hacer cumplir el 
juez de control de garantías.”  
 
“Entonces, si ya no cabe duda de que al juez de control de garantías le compete 
directamente velar por la materialización del principio de igualdad de armas en la 
etapa previa y la fase investigativa del proceso; y si además se ha dejado especificado 
que las funciones del funcionario en cuestión no se limitan a aquellas audiencias o 
diligencias expresamente consagradas en la Ley 906 de 2004, deviene necesaria 
conclusión la absoluta competencia de los jueces de control de garantías para intimar 
de los funcionarios públicos permitan a la defensa realizar sin cortapisas diferentes a 
las que imponen la Constitución y la ley, su tarea de recolección de elementos 
materiales probatorios, evidencia física e informes. 
 
Y, si no se discute que el juez de control de garantías tiene el deber, en caso de así 
solicitarlo la defensa o el procesado, de certificar que en contra de este último se 
adelanta una investigación penal, no se entiende por qué, dentro de ese mismo objeto 
funcional, que tiene como teleología la protección del principio de igualdad de armas, 
no puede ordenar a los funcionarios públicos que permitan o faciliten la tarea legítima 
del profesional del derecho. 
 
Acorde con lo anotado, para la Corte no admite hesitación, que la función del juez de 
control de garantías es propia del objeto que fuera materia de solicitud de la defensa, 
razón por la cual, para que quede claro, esa jurisdicción posee plena competencia 
funcional para pronunciarse de fondo”. 
 
Sentencia 33412 de   Marzo de 201 M.P. Julio Enrique Socha Salamanca 
TRATADOS INTERNACIONALES DE DERECHOS HUMANOS 
 
Ley 67 de 1972 
 
Convención Americana de Derechos Humanos. Pacto de San José de Costa 
Rica.  Artículo 8º .Garantías judiciales.  
 




1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, para la determinación de sus derechos y obligaciones de 
orden civil, laboral o de cualquier otro carácter. 
  
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad, a las siguientes garantías 
mínimas: 
 a) derecho del inculpado a ser asistido gratuitamente por el traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma el juzgado o tribunal; 
  
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
  
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa; 
  
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un 
defensor, de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
  
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según la legislación interna si el inculpado no se defendiere 
por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 
  




f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 
obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan 
arrojar luz sobre los hechos; 
  
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, 
y 
  
h) derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal superior; 
  
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza. 
  
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo 
juicio por los mismos hechos. 
  
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia. 
 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
 
Son tratados multilaterales que reconocen derechos y establece mecanismos 
para su protección y garantía. Estos pactos fueron ratificados en Colombia a través de 



























7. METODOLOGIA DE INVESTIGACION 
 
El tipo de estudio será de  investigación documental bibliográfica, se hará un  
análisis teórico y conceptual sobre el Principio de Igualdad de armas, como garantía 
de los derechos a la defensa y al debido proceso, con base a documentos y reportes 
sobre  la aplicabilidad. 





Se desarrollará igualmente trabajo de investigación de campo, mediante 
encuestas  tanto a los abogados litigantes como los adscritos a la defensoría publica e 
incluso a jueces penales municipales de conocimiento, de control de garantías y del 
circuito de la ciudad de Manizales, a efectos de que aporten información relativa a la 
efectiva materialización del Principio de igualdad de armas, en materia probatoria que 
afecten el derecho de defensa. 
   
Para llevar a cabo el estudio se seguirán las siguientes etapas:  
 
7.2 ETAPA DE INFORMACIÓN  
 
Revisión Bibliográfica: Apuntes de clase, jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia y de la Corte Constitucional, libros, Internet, trabajos de grado, material 
escrito sobre el tema, legislación.   
 
Aplicación de encuestas: Inicialmente se hará a los abogados litigantes como 
los adscritos a la defensoría pública e incluso a jueces Penales municipales de 
conocimiento, de control de garantías y del circuito de la ciudad de Manizales sobre 
las dificultades percibidas al momento de ejercer el derecho de defensa de los 
Imputados. 
7.3 EVALUACIÓN DE LA SITUACIÓN ACTUAL (DIAGNOSTICO) 
 
La  evaluación se realizará  de  acuerdo  a los  lineamientos de la Constitución 
Política de Colombia, Código Penal y Procedimiento Penal. 
 
7.4 RESULTADOS 





Después del estudio y análisis se tendrán las conclusiones esenciales, las cuales 



















8. DESARROLLO TEMATICO 
CAPÍTULO I: DEFINIENDO LA IGUALDAD DE ARMAS 
 
La importancia de la igualdad de armas 
 




El derecho fundamental al debido proceso se encuentra consagrado en el 
artículo 29 de la Constitución de 1991, haciendo una aplicación extensiva “a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas” (Corte Constitucional, sentencia C-
089 de 2011, Magistrado Ponente: Luís Ernesto Vargas), entre ellas las penales. 
Además está integrado, de conformidad con la jurisprudencia constitucional, por: 
 
el conjunto de facultades y garantías previstas en el ordenamiento jurídico, 
cuyo objetivo básico es brindar protección al individuo sometido a 
cualquier proceso, de manera que durante el trámite se puedan hacer valer 
sus derechos sustanciales y se logre el respeto de las formalidades propias 
del juicio, asegurando con ello una recta y cumplida administración de 
justicia. (Corte Constitucional, sentencia C-127 de 2011, Magistrado 
Ponente: María Victoria Calle Correa) 
 
A su vez, el derecho penal tiene como objetivo procesar y condenar a los 
responsables de haber cometido un delito, en aras del restablecimiento de los derechos 
de la víctima. Empero, por muy importante que estos objetivos sean promulgados para 
acabar con la impunidad, el derecho penal exige que la justicia sea la base de todos 
los procesos y los juicios. Por ello el derecho penal desde sus albores ha reconocido 
que los acusados tienen el derecho a pedir solo una cosa: que reciban un juicio justo 
tanto en los hechos como en la ley. En este sentido, con la promulgación de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, la mayoría de sistemas penales, 
incluido el colombiano, se basan en la realización de un juicio justo de conformidad 
con las normas internacionales de justicia. 
 
Así que las garantías de equidad otorgadas a través de las disposiciones 
constitucionales, dan como resultado que un acusado tenga el derecho a una audiencia 




pública justa e imparcial. Asimismo, promete una serie de garantías mínimas, incluido 
el derecho a ser informado sin demora de la naturaleza y causa de la acusación, el 
derecho de tiempo y medios para la defensa adecuada, el derecho a ser juzgado sin 
dilaciones indebidas y el derecho a un abogado, entre otros. Por tanto, para llegar a 
sus decisiones y sentencias, los jueces deben aplicar los procedimientos y evaluar las 
prueba de una manera consistente con los derechos humanos internacionalmente 
reconocidos. 
 
Y por si quedara alguna duda, académicos y doctrinantes también reconocen la 
equidad como un elemento central de la justicia. Como Damaška indica, “uno de los 
principales fines del derecho penal es difundir el evangelio de los derechos humanos” 
(2008, p. 105) no solo en términos de evitar las violaciones de derechos, sino también 
en la adjudicación de estos derechos a través de un juicio justo para los acusados. 
 
Por su parte, Zappalà subraya que la salvaguarda de los derechos de los 
acusados es esencial para el proceso penal. Él realiza un argumento convincente de 
que el respeto a los derechos de la defensa es necesario y fundamental para la justicia: 
 
[…] el respeto de las normas para establecer la verdad requiere la plena 
compatibilidad con los derechos de los acusados; estos deben ser vistos 
como un componente esencial de determinación de los hechos exactos y 
veraces sobre los que se basa el castigo [...] no hay una verdad a la que se 
pueda llegar sin el pleno respeto de los derechos del acusado. (Zappalà, 
2010, p. 137) 
 




Con base en lo anterior, los sistemas penales deben respetar las normas 
internacionales de derechos humanos tanto con el fin de difundirlos como de 
garantizar su legitimidad. 
 
De conformidad con las normas internacionales de derechos humanos, el 
Código de Procedimiento Penal colombiano consagra las garantías de una 
investigación justa. Por ejemplo, los artículos 1º (dignidad humana), 2º (libertad), 3º 
(prelación de los tratados internacionales) y 4º (igualdad). Asimismo, el artículo 8º 
establece: 
 
una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho, en plena 
igualdad respecto del órgano de persecución penal, en lo que aplica a: 
i) disponer de tiempo razonable y de medios adecuados para la 
preparación de la defensa. 
j) solicitar, conocer y controvertir pruebas. 
 
Así las cosas, la igualdad es una norma central de los derechos humanos, visto 
como un “principio fundamental de la ley” y reconocido por el Comité de Derechos 
Humanos de la ONU como una garantía implícita del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP). 
 
Así pues, en aras de la igualdad, la mayoría de los sistemas penales están 
obligados en sus documentos fundacionales a garantizar la igualdad de armas, además 
la doctrina que ha sido desarrollada a lo largo de los años ha reafirmado su 
preeminencia. Por tanto, la igualdad de armas es un elemento indivisible de la justicia, 
un „requisito indispensable de un juicio contradictorio‟ que „impregna todo el proceso 
judicial‟. 





El principio de igualdad de armas constituye un elemento esencial de la 
garantía del derecho de defensa, de contradicción, y más ampliamente del 
principio de juicio justo, y hace relación a un mandato según el cual, cada 
parte del proceso penal debe poder presentar su caso bajo unas 
condiciones y garantías judiciales, que permitan equilibrar los medios y 
posibilidades de actuación procesal, dentro de las cuales se presente como 
esencial las facultades en cuanto al material probatorio a recabar, de tal 
manera que no se genere una posición sustancialmente desventajosa de 
una de las partes frente a la otra parte procesal, como la que de hecho se 
presenta entre el ente acusador y el acusado, a favor del primero y en 
detrimento del segundo. (Corte Constitucional, sentencia C-536 de 2008, 
Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería) 
 
A pesar del acuerdo generalizado en cuanto a su centralidad, sorprendentemente, 
no existe una definición unificada de lo que significa garantizar una igualdad de 
armas del acusado frente a la fiscalía. Tal vez, en parte, como resultado de su 
significado poco claro, la igualdad de armas ha sido durante mucho tiempo un tema 
crítico con el cual el sistema penal lucha constantemente con el fin de garantizar un 
juicio justo posible. 
 
Cuando se habla de justicia comúnmente se escuchan las siguientes 
proposiciones: la justicia es ciega; la justicia debe perseguir la verdad; la justicia es 
inmune a la política. Todo lo anterior se enmarca dentro del derecho a igualdad de 
armas, sin embargo, su aspecto central radica en que todo proceso debe brindar una 
defensa efectiva al acusado (o víctima). No obstante, los pocos recursos impiden su 
efectiva realización. 
 




El principio de igualdad de armas responde a la lógica que impone la 
metodología de investigación de los sistemas penales de tendencia 
acusatoria, ya que en este sistema ambas partes procesales, tanto la 
Fiscalía como al imputado o acusado, le es dable recaudar material 
probatorio durante la etapa de investigación, así como solicitar y 
controvertir pruebas en la etapa de juicio, lo cual pone en evidencia el 
papel diligente y activo que se le otorga al imputado y acusado en 
materia probatoria durante las diferentes etapas del proceso penal. (Corte 
Constitucional, sentencia C-536 de 2008, Magistrado Ponente: Jaime 
Araujo Rentería) 
 
Ante las reclamaciones de una buena defensa por la insuficiencia de recursos, 
así como otros desafíos presupuestarios, los sistemas penales son presionados para 
garantizar la igualdad de armas en formas creativas. Con el fin de comprender y 
analizar las respuestas judiciales a tales presiones, primero es necesario apreciar el 
propósito subyacente y los posibles significados del mencionado principio. 
  
Como ya se ha señalado, el presente texto considerará la igualdad de armas en 
relación con los recursos de la investigación. Se analizará esta cuestión 
exclusivamente desde la perspectiva de la defensa de los acusados ―dejando a las 
víctimas para posteriores investigaciones―, aunque para ciertos doctrinantes, y tal 
cual lo aplica el Tribunal Penal Internacional, la fiscalía también puede tener 
pretensiones de igualdad de armas. 
 
Discernir el significado de la igualdad de armas 
 
A pesar de que no contiene una definición estricta de la frase „igualdad de 
armas‟, el diccionario jurídico más importante, el Black’s Law Dictionary define 




„igualdad‟ como „la calidad o estado de ser iguales; así como semejanza en el poder o 
estatus político‟. 
 
Esta definición es suficiente para capturar el sentido que queremos ofrecer aquí, 
a saber, que la igualdad de armas se considera como una forma de mantener el 
carácter contradictorio de los procesos penales. Ya que una confrontación justa entre 
dos partes aparentemente contradictorias parece casi imposible en medio de la 
desigualdad estructural, por lo que el principio ha degenerado en la práctica en un 
cierto tecnicismo, que aparentemente está separado de su definición original, lo que 
implica la necesidad de un nuevo acercamiento. 
 
Por un lado, el concepto evoca una amplia consideración de la equidad. Por 
tanto, en lugar de añadir un significado al término, los sistemas penales han eliminado 
en gran medida de la igualdad su contenido sustantivo o el sentido de la semejanza en 
el poder o estatus, convirtiéndolo en una promesa más general y abstracta de justicia 
global. Señalándolo solo como una característica de un concepto más amplio de juicio 
justo. En ese sentido, la igualdad de armas no es diferente a la vaga noción de derecho 
común del debido proceso o al libre albedrío desde una perspectiva teológica. Como 
explica Schabas, el aspecto de fundamental importancia de la igualdad de armas “es 
que las partes, la acusación y la defensa, sean tratados por igual y que el juicio sea 
fundamentalmente justo” (2014, p. 49). 
 
Dada la finalidad constitucional del derecho de defensa y del principio de 
igualdad de armas, el cual busca mantener el equilibrio de la contienda y 
de garantizar la vigencia del plano de igualdades en el debate, la defensa 
debe estar en posibilidad de ejercer las facultades que le han sido 
otorgadas por la misma ley para el recaudo, solicitud y contradicción de 




pruebas, tanto en la etapa de investigación como en la etapa de juicio, y 
ello sin ninguna limitante por parte de su contraparte, esto es, del ente 
acusador, sino con las limitantes propias del Estado de Derecho respecto 
de la afectación de terceros y la afectación de derechos fundamentales. 
(Corte Constitucional, sentencia C-536 de 2008, Magistrado Ponente: 
Jaime Araujo Rentería) 
 
Este concepto de equidad también define la igualdad como “paridad procesal” o 
“igualdad procesal”. Tal como se usa aquí, el adjetivo „procesal‟ no pretende sugerir 
que la promesa no es sustantiva. Por el contrario, esa distinción entre la equidad 
procesal y sustantiva es lo que confunde el significado del principio en los sistemas de 
justicia penal. 
 
En efecto, muchos tribunales como el Tribunal Especial Europeo han rechazado 
claramente la idea de que la igualdad de armas no es más que un derecho procesal, ya 
que parece ser entendida bajo el derecho internacional de los derechos humanos. En el 
procedimiento penal internacional, la paridad procesal es fundamental para la batalla 
de confrontación o el procedimiento de contradicción algo que, al parecer, se ha 
dejado de lado de manera efectiva en el medio colombiano. 
 
La igualdad de armas, en este sentido, significa que las partes gozan de los 
derechos de participación y la igualdad de acceso a los recursos. Aunque tal vez no 
sea sorprendente dado que el derecho penal internacional moderno es un fenómeno 
relativamente nuevo, permeado por la corriente de los derechos humanos 
internacionales desarrollada en las últimas décadas. 
 




De la misma forma que la frase “igualdad de armas”, el concepto de paridad 
procesal carece de especificidad; por tanto, los sistemas penales atribuyen una serie de 
significados ad hoc a estos términos. Curiosamente, algunas constituciones nacionales 
incluyen la igualdad de armas e incorporan específicamente dentro de ese derecho a 
un „conjunto de derechos‟ en aras de la paridad procesal. En primer lugar, el acusado 
debe recibir información tanto sobre los cargos y las pruebas en su contra. En segundo 
lugar, el acusado debe tener acceso a los mecanismos procesales que le permiten 
desafiar la acusación. Es decir, un acusado debe conocer los cargos, tener acceso a las 
pruebas y la información utilizada en su contra, así como el acceso y la capacidad de 
llamar a testigos en su favor. El derecho del acusado también abarca el régimen de 
divulgación bajo el cual la fiscalía debe investigar y compartir con la defensa tanto la 
evidencia incriminatoria como exoneratoria. En tercer lugar, el acusado debe gozar de 
ciertos activos estructurales en la realización de la investigación. Por ejemplo, el 
abogado defensor debe tener ciertos privilegios e inmunidades que le permitan 
desempeñar con eficacia sus funciones en la defensa de sus clientes. 
 
En lugar de describir o analizar esta larga lista de derechos, esta discusión tiene 
como objetivo extraer los aspectos pertinentes a las consideraciones de los recursos de 
investigación. En primer lugar, ninguno de los derechos mencionados anteriormente 
es una garantía absoluta. Aunque el derecho del acusado de llamar testigos a su favor 
es un elemento esencial del principio de igualdad, el acusado no tiene un derecho 
absoluto de presencia de un testigo, sino solo el derecho a obtener la comparecencia 
de un testigo en las mismas condiciones que los testigos de cargo. En segundo lugar, 
la igualdad de armas parece ser un noble objetivo que se aplica débilmente en la 
praxis. Sus términos sugieren una semejanza entre las partes, como la Corte Penal 




Internacional ha dicho: un „equilibrio‟. En comparación con la definición de la 
igualdad dada en el Black’s Law Dictionary, el significado otorgado al término en sus 
partes constitutivas parece menos sólido y casi displicente. No obstante, el requisito 
específico de igualdad de armas es que la defensa tiene los medios suficientes y las 
instalaciones adecuadas para no enfrentar una „desventaja sustancial‟. 
 
El principio de igualdad de armas tiene aplicación también en relación con 
la posibilidad para el imputado y su defensa de escoger la entidad de 
carácter técnico científico que deba conceptuar respecto del material 
probatorio recaudado por el imputado y su defensor durante la etapa de 
investigación, y no estar sujeto a una entidad que depende de su 
contraparte, esto es, del ente acusador. (Corte Constitucional, sentencia C-
536 de 2008, Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería) 
 
En consecuencia, la igualdad de armas requiere que no exista ningún 
inconveniente sustancial entre una parte y otra al presentar su caso ante un juez. Por 
tanto, la igualdad debe interpretarse como negativa
38
, en lugar de un derecho positivo, 
es decir, una especie de marco que implica que hay una garantía mínima de tiempo y 
de recursos adecuados y suficientes para presentar la propia defensa. 
 
Una de las principales garantías del debido proceso, es precisamente el 
derecho a la defensa, entendido como la oportunidad reconocida a toda 
persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o 
administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias razones y 
argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y 
de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así 
                                                          
38
 Es decir, una igualdad de carácter negativo obliga a una amplia gama de acciones positivas por 
parte del Estado para satisfacerla, es decir, se requiere más que la mera abstención de no violarlo por 
parte de los agentes, por lo que se necesita de los recursos presupuestales e institucionales para 
garantizarlos.  




como de ejercitar los recursos que la ley otorga. Su importancia en el 
contexto de las garantías procesales, radica en que con su ejercicio se 
busca impedir la arbitrariedad de los agentes estatales y evitar la condena 
injusta, mediante la búsqueda de la verdad, con la activa participación o 
representación de quien puede ser afectado por las decisiones que se 
adopten sobre la base de lo actuado. (Corte Constitucional, sentencia C-
025 de 2009, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil). 
 
Este es el principal punto de vista que debe tenerse en cuenta cuando se explica 
la igualdad como el derecho de una parte en un procedimiento para realizar 
adecuadamente su función, con el fin de influir en el resultado de la investigación en 
su favor. Al dar sentido a esta garantía, se está dando por sentado, así como una 
aplicación efectiva y significativa, al principio de contradicción e imparcialidad audi 
et alteram partem el cual requiere que la parte demandada tenga tiempo suficiente 
para preparar su respuesta. 
 
A pesar de que se denomina una garantía procesal de la „igualdad‟, en la 
realidad de los tribunales, este principio a menudo se reduce a algo menos. Es decir, 
una promesa de que ninguna de las partes será significativamente desigual. 
 
Por último, muchos de estos derechos abordan la garantía de un juicio público. 
Los tratadistas han hecho hincapié en la importancia de los juicios públicos en el 
marco de la igualdad de armas. Por ejemplo, según el Comité de Derechos Humanos 
de la ONU, la igualdad de armas debe ser entendida como un aspecto del derecho a 
ser oído; es una de las características del concepto más amplio de un juicio justo, en 
virtud del cual cada parte debe disponer de una oportunidad razonable para presentar 
su caso en condiciones que no lo sitúen en desventaja vis-à-vis con su oponente. Por 
tal motivo, al hablar de igualdad de armas, tanto los jueces como los eruditos 




generalmente están de acuerdo en que está estrechamente vinculada con la asistencia a 
un juicio imparcial y público. 
 
El aspecto relevante final es que la igualdad de armas no es solo un derecho de 
prueba, sino también un derecho más amplio dentro de la estructura del sistema de 
justicia penal. Numerosos debates en el derecho penal internacional han llegado a la 
conclusión de que la protección de la igualdad de armas solo puede lograrse 
eficazmente, mediante la oferta a la defensa de la independencia institucional o 
estructural dentro de toda corte. De acuerdo con un informe del Secretario General de 
la ONU, “la necesidad de defensa para proteger los derechos de los sospechosos y 
acusados ha evolucionado en la práctica de los tribunales como parte de la necesidad 
de garantizar la igualdad de armas” (2006, p. 30). 
 
De conformidad con las garantías reconocidas en la Constitución y los 
tratados de derechos humanos, la Corte ha aceptado que el ejercicio del 
derecho a la defensa en materia penal comprende dos modalidades, la 
defensa material y la defensa técnica. La primera, la defensa material, es 
aquella que le corresponde ejercer directamente al sindicado. La segunda, 
la defensa técnica, es la que ejerce en nombre de aquél un abogado 
escogido por el sindicado, denominado defensor de confianza, o bien a 
través de la asignación de un defensor público proporcionado directamente 
por el Estado a través del Sistema Nacional de Defensoría Pública. 
 
En relación con el derecho a la defensa técnica, conocido en el modelo de 
tendencia acusatoria como el principio de “igualdad de armas”, la 
jurisprudencia constitucional ha sido enfática en sostener que el mismo 
hace parte del núcleo esencial del derecho a la defensa y al debido 
proceso, y su garantía plena es particularmente relevante si se considera 
que de su ejercicio se deriva la garantía de otros derechos como el de 
igualdad de oportunidades e instrumentos procesales […] En los dos 
escenarios la posición de la Corte ha sido “unívoca, consistente y sólida, 




en el sentido de sostener que, a luz de la Constitución y de los tratados 
internacionales de derechos humanos, no pueden consagrarse excepciones 
al ejercicio del derecho de defensa, esto es, no puede edificarse sobre él 
restricción alguna, de manera que debe entenderse que la defensa se 
extiende, sin distingo ninguno, a toda la actuación penal. (Corte 
Constitucional, sentencia C-127 de 2011, Magistrado Ponente: María 
Victoria Calle) 
 
Así las cosas, es cada vez más común que muchos Estados incorporen al interior 
del sistema penal una oficina especial, es decir, un órgano, en pie de igualdad con la 
fiscalía, dedicado a salvaguardar los derechos de la defensa durante todo el 
procedimiento ―no confundir con el papel de la defensoría pública en el caso 
colombiano―. Así pues, el reconocimiento a este „derecho‟, seguido por la inclusión 
rutinaria de un órgano de defensa en los tribunales y respaldado con recursos 
suficientes, es un avance institucional importante en la protección de la igualdad de 
armas en la última década por parte del derecho penal internacional. 
 
A través de la creación de oficinas de defensa, el derecho penal internacional ha 
reconocido un aspecto estructural o institucional clave de la igualdad de armas. Hasta 
la fecha, como se puede observar en la práctica colombiana, el significado sustantivo 
de la igualdad parece ser removido del principio, ya que el sistema penal colombiano 
vuelve a conceptos básicos de equidad y garantías de recursos suficientes o adecuados 
en lugar de ofrecer la paridad procesal real con la fiscalía. 
 
Así, en Colombia, la expectativa general a futuro sería que para obtener una 
igualdad de armas eficiente y real, estas oficinas especiales de defensa instituidas en 
el derecho penal internacional podrían, a su vez, contribuir a reequilibrar las 




desigualdades de prueba y de fondo que existen en la actualidad. A través de 
campañas coordinadas para restaurar la confrontación adversarial, las oficinas de 
defensa pueden promover el desarrollo del cluster del procedimiento, el derecho a la 
defensa y el debido proceso. Además de situar a la defensa en el mapa dentro y fuera 
de los tribunales, las oficinas de defensa se convierten en un recurso invaluable para 
los equipos de defensa de oficio, pro bono o ad honorem que van y vienen. 
Proporcionando una plataforma para la promoción de defensa que podría estimular el 
progreso hacia un sentido más sustantivo de la igualdad de armas y la propagación de 
lo que Damaška denomina como el evangelio de los derechos humanos. 
 
En el siguiente capítulo se intenta localizar las injusticias concretas derivadas de 
las desigualdades en los recursos de investigación. Una revisión de la jurisprudencia 
pertinente tanto nacional como internacional analizará críticamente si las modernas 
garantías procesales penales proporcionan la igualdad de armas de manera suficiente. 
 
En última instancia, mediante la aclaración de las raíces de los recursos de 
investigación, esperamos dar luces sobre los recursos legales, a menudo, pasados por 
alto en el principio de igualdad de armas y que son básicos para subsanar las 














CAPÍTULO II: LA DESIGUALDAD DE LOS RECURSOS DE 
INVESTIGACIÓN 
 
En este capítulo se parte de la premisa de que la igualdad de armas, por lo 
general, se convierte en un problema de recursos. Esta discusión se centra 
principalmente en los recursos de investigación, que definimos como activos que 
mejoran la capacidad de funcionamiento para buscar, encontrar y obtener la 
información y las fuentes relativas a los cargos penales en contra del acusado, así 
como de las pruebas necesarias para demostrar su inocencia. 
 
Ahora, la desigualdad institucional, evidente en el sistema penal 
acusatorio (el aparato estatal investigativo, por regla general, tiene 
mayor fortaleza económica, orgánica y funcional, que la defensa a 
cargo de los particulares), supone la necesaria intervención 
legislativa para superarla y propiciar la igualdad de trato y de 
oportunidades de defensa. Por ello, el fortalecimiento y real 
aplicación de principios procesales tales como la presunción de 
inocencia, el in dubio pro reo, las prohibiciones de doble 
incriminación y de autoacusación, entre otros, colocan al juez en 
una posición clara frente al vacío probatorio: la pasividad probatoria 
como instrumento de equiparación de armas entre las partes. (Corte 
Constitucional, sentencia C-396 de 2007, Magistrado Ponente: 
Marco Gerardo Monroy Cabra) 
 
 




En efecto, una mejor financiación, por ejemplo, podría mejorar la capacidad de 
la defensa para contratar a un equipo bien entrenado de abogados, asistentes legales, 
administradores de casos, investigadores y peritos judiciales que estén en mejores 
condiciones para encontrar información relacionada con el juicio de un acusado en 
particular. El dinero es el activo central de la discusión. Pero esta definición también 
incluye otros activos únicos que no pueden, por lo menos, éticamente ser asegurados 
por más fondos. La atención y el apoyo de los organismos de la ONU, de las ONG y 
la cooperación de las entidades estatales locales son solo algunos ejemplos de ellos. 
 
Muchos de estos recursos están por fuera del control de los jueces. Y otros son 
virtudes inherentes de la atractiva posición de la fiscalía como „cara pública‟. 
Independientemente, de dónde reside la culpa de las desigualdades en este tipo de 
recursos, el „evangelio de los derechos humanos‟ podría requerir que se proporcionen 
a fin de garantizar resultados justos. 
 
En aras de garantizar los derechos fundamentales del imputado o su 
defensor dentro de la etapa de investigación dentro del proceso penal y en 
materia probatoria, esta Sala considera que no puede ser en forma 
exclusiva la Fiscalía quien tenga la facultad de otorgar la constancia de 
que trata la disposición sub examine, por cuanto como ya se anotó, al ser 
la Fiscalía la contraparte dentro del proceso penal y al ser el otorgamiento 
de la constancia sobre la calidad de imputado o defensor una facultad 
exclusiva de esta autoridad, se vulnera la igualdad de armas y el equilibrio 
entre las partes dentro del proceso penal, y de contera el derecho de 
defensa. (Corte Constitucional, sentencia C-536 de 2008, Magistrado 
Ponente: Jaime Araujo Rentería) 
 
Afirmamos aquí que, además de ser fundamental para el proceso de 
confrontación, la igualdad de armas es especialmente importante ―y debe ser 




vigilada con mayor fervor― en las etapas de investigación del proceso de justicia. La 
injusticia de esta desigualdad de recursos ha sido fuertemente debatida. Vamos a 
analizar los argumentos subyacentes acerca de la legitimidad de los recursos 
abrumadores de la fiscalía, en particular, a la luz de la carga de la acusación. Tal vez 
la carga de la fiscalía para probar un caso más allá de una duda razonable contempla 
necesariamente que disfrute de mayores recursos. Esto, en general, no es diferente en 
ningún sistema de justicia penal maduro en el que los fiscales generalmente tienen 
mejores recursos de investigación en comparación con los defensores públicos, 
incluso de abogados corporativos. Como se demostrará, a pesar de la falta de 
responsabilidad directa de algunos de estos desequilibrios por parte de los tribunales, 
es posible que todavía el sistema penal mantenga la responsabilidad de proporcionar 
los recursos de defensa para subsanar las desigualdades, especialmente cuando se 
afecta la equidad material y el resultado final de las actuaciones. 
 
Desigualdades estructurales de los recursos 
 
Para empezar, la acusación y la defensa tienen por regla general disfrutar de 
muy diferentes recursos de investigación. Pese a las promesas teóricas y legales de 
paridad, la práctica ha enseñado que la realidad de los juicios no siempre está a la 
altura de las nociones normativas de igualdad. No es solo una leve desigualdad, sino 
una diferencia significativa en los recursos de investigación disponibles que lleva a 
que los abogados defensores se quejen constantemente de la „desigualdad en la 
fuerza‟ entre las partes. 
 




Por ejemplo, en un caso X, mientras que la fiscalía tiene varios investigadores 
para buscar a través de los archivos pruebas documentales para su uso, el único 
abogado defensor es excluido de los archivos y tan solo puede basar su defensa a 
partir de aquellos documentos que la fiscalía presente como prueba. Durante las 
etapas de investigación, al abogado defensor se le impide acceder a los archivos que 
forman la base de la acusación y, por ende, no puede realizar ningún tipo de 
investigación. Como resultado la defensa posee una argumentación pobre a la hora de 
controvertir los argumentos de la fiscalía. Por tanto, la preocupación por los recursos 
de defensa en las primeras etapas de un juicio sigue siendo pertinente. 
 
De hecho, algunos funcionaros judiciales han considerado que 
determinados medios de prueba, solo pueden ser solicitados por 
representantes del ente acusador, como en el caso de búsqueda selectiva en 
base de datos y otros de igual naturaleza. 
 
A manera de ejemplo, oficinas del SISBEN, telefonía celular y el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, entre otras, niegan información a los 
representantes de la defensoría pública amparados en los derechos a la 
intimidad y habeas data, por lo que requieren orden judicial para enviar 
información. 
 
En torno al principio de igualdad de armas, la defensa no cuenta con el 
tiempo suficiente para obtener la prueba de refutación necesaria para 
sustentar la teoría del caso, pues los términos de ley son muy amplios para 
la Fiscalía y demasiado restringidos para la unidad de defensa. 
En la actualidad y más allá del principio de igualdad de armas, se maneja 
el concepto de equilibrio de partes en el proceso, lo cual ha sido esquivo 
hasta el momento en la práctica judicial. Como se indicó, muchas 
entidades exigen orden judicial y los jueces sostienen no poder dar trámite 
a estos requerimientos por cuanto no pueden decretar pruebas de oficio, lo 
cual indica que la defensa no podrá acceder a ese medio de prueba. Así las 
cosas, consideramos que aunque hemos avanzado en el tema de igualdad 




de armas, será una tarea constante y ardua para desarrollar a plenitud tan 
importante principio. (Defensoría del Pueblo Regional Caldas, Oficio 
001922-5 de 2010) 
 
Las cuestiones históricamente arraigadas reflejan el tipo de atención desigual 
presente en el derecho penal moderno. Estas disparidades en el enjuiciamiento y 
financiación de la defensa son problemáticas y, por lo general, conducen a 
„disparidades significativas‟ tanto al interior del proceso penal como del juicio en sí 
mismo. En efecto, la financiación inadecuada explica en parte por qué los abogados 
defensores en muchas ocasiones no presentan ningún perito o experto a la hora de los 
juicios. De hecho, en muchas ocasiones, un mismo abogado de oficio, o ad honorem, 
sin ningún tipo de experiencia, es asignado a varios acusados al mismo tiempo. 
 
Se trata de cuestiones presupuestarias para acusados denominados „indigentes‟ o 
de escasos recursos, es decir, aquellos acusados que dependen de que el Estado les 
asigne un abogado defensor para proteger sus derechos e intereses. Mediante la 
comparación de recursos entre abogados corporativos o firmas privadas contra los 
escasos recursos de la defensa estatal, la discrepancia real entre lo que 
verdaderamente se necesita se revela. 
 
Es cierto que, comparar la financiación y los costes de un abogado en un 
determinado caso, tal vez sea solo un indicador de una desigualdad más estructural. 
Sin embargo, es un medio visible por el cual el público puede percibir los diferentes 
lados ―el justo y el injusto― de la igualdad de armas en el sistema penal acusatorio. 
Así pues, los abogados asignados con pocos recursos no pueden recurrir en la defensa 
a investigadores, testigos, y demás material probatorio, por tanto, no requiere de un 




análisis exhaustivo concluir que, con menos manos a la obra para preparar 
investigaciones y pruebas presentar argumentos orales y supervisar el proceso en 
relación con la denuncia penal, el abogado defensor, aunque calificado y competente, 
llegará a ser relativamente menos eficaz en la presentación de su caso que su 
contraparte (contradictoria) la fiscalía. 
 
Asimismo, en vista del elevado número de personas empleadas por la división 
de investigaciones de la fiscalía, no es de extrañar que un abogado defensor se queje 
de este tipo de desigualdades, mientras él trabaja y prepara su caso solo. 
 
De hecho, resulta especialmente relevante en el contexto del nuevo 
proceso penal acusatorio, exigir que el abogado de la defensa tenga a su 
alcance todos los medios y armas procesales para ejercer su función, de tal 
suerte que la actividad dirigida a recaudar y controvertir pruebas, a más 
debe ser diligente y oportuna, es esencial para el ejercicio del derecho de 
defensa. En este sentido, el nuevo sistema impone a la defensa una actitud 
diligente en la recolección de los elementos de convicción a su alcance, 
pues ante el decaimiento del deber de recolección de pruebas exculpatorias 
a cargo de la Fiscalía, fruto de la índole adversativa del proceso penal, la 
defensa está en el deber de recaudar por cuenta propia el material 
probatorio de descargo. El nuevo modelo supera de este modo la presencia 
pasiva del procesado penal, comprometiéndolo con la investigación de lo 
que le resulte favorable. (Corte Constitucional, sentencia T-920 de 2008, 
Magistrado Ponente: Clara Inés Vargas) 
 
Con base en lo anterior, la „desigualdad de armas‟ es notable en los procesos 
judiciales colombianos, reflejando la desigualdad de los recursos de investigación. Por 
otro lado, también ha habido algunas disputas sobre el número de testigos y la 
cantidad de tiempo asignado a la defensa en los tribunales. Todo esto parece llamar la 




atención sobre la percepción de la defensa de que se enfrenta a una importante 
desventaja vis-à-vis ante la fiscalía. 
 
Por ejemplo, en el caso Y, el abogado defensor se queja de que en su caso la 
fiscalía nunca fue obligada a reducir el número de sus testigos, frente al número 
reducido de los suyos, al igual que se reservó el derecho de revisar la lista de testigos 
a lo largo del juicio, opción que no le fue otorgada a él. Sus repetidos argumentos en 
favor de la igualdad de armas, entendida como la capacidad de llamar a más testigos y 
la revisión de las listas, no tuvieron éxito. El número de testigos permitidos a cada 
lado puede ser un indicio de la desigualdad, por tanto, una igualdad de armas eficaz 
garantiza una cierta proporcionalidad de testigos, así como de asegurar un nivel 
general de juego limpio entre los dos lados del proceso. 
 
La desigualdad estructural puede estar arraigada en la estructura de la justicia 
penal. Frank J. Schmalleger (2013) sostiene que la „gran disparidad institucional‟ es 
una característica inherente de todo sistema penal debido a la distribución del poder 
contemplada en los respectivos ordenamientos jurídicos. En medio de los sistemas 
acusatorios, es posible que las reglas de procedimiento y de la prueba no puedan 
ofrecer las herramientas necesarias y los derechos acordes para reunir, valorar y 
aplicar eficazmente las pruebas. Las quejas de la defensa, como en el caso de las 
peticiones de listas de testigos, reflejan que esta tiene una mayor dificultad que la 
parte acusadora en la obtención de pruebas. Por tal motivo, las disparidades judiciales 
aparentemente inofensivas pueden, de hecho, reflejar las disparidades en los recursos 
de investigación, así como las desigualdades arraigadas en la estructura orgánica del 
poder judicial. Lamentablemente, es muy común que los abogados defensores no 




posean ningún tipo de privilegio que permita investigar los pormenores de los casos a 
pesar de los escasos recursos. 
 
Como contrapartida, también se ha advertido que en la generalidad de los 
casos, o cuando menos en gran parte de ellos, la parte defensiva, 
compuesta por el procesado y el profesional del derecho que lo asiste, las 
más de las veces adscrito a la Defensoría Pública, dada la carencia de 
recursos del primero, no cuentan con los medios económicos suficientes 
para adelantar una particular tarea de investigación u obtener los exámenes 
de profesionales peritos que soporten su teoría del caso o alguna de las 
aristas de esta. 
 
Alguno de esos aspectos, en concreto la posibilidad de adelantar 
investigación de campo, ha tratado de suplirse por la Defensoría del 
Pueblo, a través de la creación de un grupo de investigadores dedicado 
específicamente a esa función de recolección de evidencias y entrevistas 
de posibles testigos. 
 
Empero, no cuenta esa institución con profesionales en las distintas áreas 
del conocimiento que se encarguen de emitir informes periciales y luego 
los puedan sustentar en curso de la audiencia de juicio oral. (Corte 
Suprema, sentencia 29118 de 2008, Magistrado Ponente: Sigifredo 
Espinosa) 
 
Ahora bien, no debemos olvidar que las desigualdades estructurales también 
pueden llegar a ser exacerbadas por la naturaleza política de la situación y la 
politización de los cargos en contra del acusado. Así, con la politización del proceso 
por cualquiera de las partes, pero especialmente del ente acusador, esto dificulta los 
intentos para hacer valer el derecho a la igualdad de armas. Específicamente, en 
situaciones políticas delicadas en las que el Estado podría tener el interés en ayudar o 
entorpecer el trabajo de un tribunal, inclinando la balanza de la igualdad entre las dos 
partes adversarias. 





Así las cosas, en este capítulo hemos venido analizando algunos apartes de la 
jurisprudencia nacional más importante que considera tanto el principio de igualdad 
de armas como la incapacidad desproporcionada de la defensa para investigar y poder 
contradecir los argumentos y pruebas de la fiscalía. En este sentido realizaremos un 
breve acercamiento al derecho internacional con el fin de encontrar una posible 
solución a las desigualdades presentes en los recursos de las partes, como lo hemos 
podido constatar en el transcurso del presente acápite. 
 
Tres enfoques del derecho penal internacional contra la desigualdad de recursos 
 
En lugar de intentar corregir las desigualdades en los recursos, las altas cortes o 
tribunales supremos, en la mayoría de los países, lo que intentan es reconstruir el 
concepto de igualdad de armas. Por ello, no es de extrañar que los tribunales 
supremos adapten el principio de igualdad de armas en vez de tener en cuenta el 
desequilibrio entre las partes en el proceso judicial. Asimismo, los tribunales 
supremos hacen referencia al argumento de que, más o menos, es posible luchar 
contra casi cualquier reclamo de la defensa por desigualdad. Esgrimiendo tres 
enfoques diferentes, pero interconectados entre sí. En primer lugar, explican que la 
igualdad de armas no es lo mismo que igualdad de recursos. En efecto, el Tribunal 
Penal Internacional y la Corte Suprema de los Estados Unidos, por ejemplo, han 
señalado que la igualdad de armas no debe confundirse con la igualdad material de 
recursos. 
 




En lugar de comparar los recursos de la defensa y de la fiscalía, la Corte 
Suprema de los Estados Unidos sugiere una revisión de la suficiencia de los recursos 
de la defensa sin tener en cuenta la paridad o igualdad con los de la fiscalía. Este 
enfoque protege el aparente secreto de la práctica de la fiscalía y aconseja moderación 
en la revisión de las investigaciones llevadas a cabo por ella. 
 
A su vez, esta posición tiene en cuenta uno de los principios fundantes del 
derecho penal, a saber, el poder ilimitado del Estado frente a los particulares, por lo 
que la igualdad de armas no busca, prima facie, la igualdad material entre el Estado y 
un particular, sino la capacidad de contradecir los argumentos de una de las partes, al 
igual que la promesa de un juicio justo, sin embargo, y lastimosamente, esta es la 
disparidad actual que se vive entre ambos lados del proceso ―acusación y defensa― 
en el medio colombiano. 
 
En segundo lugar, los tribunales supremos suelen evaluar si la defensa está en 
una desventaja „severa‟ vis-à-vis ante la fiscalía. Aunque este enfoque compara los 
dos lados, se encuentra una violación de la igualdad de armas tan solo cuando se 
considera la disparidad desde una perspectiva „severa‟. Así pues, a través de este tipo 
de argumentación se pasa por alto el significado básico del derecho a la igualdad. 
Afirmamos que la igualdad de armas es una garantía procesal durante las fases previas 
al juicio y durante el juicio. Para cumplir con este principio, el sistema penal debe 
hacer algo más que asegurar que la defensa no se vea „gravemente‟ perjudicada en el 
proceso; lo que se requiere asegurar es que la defensa no sea puesta en una situación 
de desigualdad durante las investigaciones y los procedimientos llevados a cabo en el 
juicio, sin importar grado de severidad alguno. 





En tercer lugar, los tribunales supremos o altas cortes a veces consideran que la 
defensa sea puesta en desventaja debido a que ciertos factores externos justifican la 
renuncia a la responsabilidad de mitigar la desigualdad en aras de la justicia. Por 
supuesto, como cuestión de principio, a priori, no hay nada malo con este enfoque. 
No obstante, surge la siguiente pregunta: en los casos en los que otros factores o, 
mejor aún, terceras personas o entidades, afectan el equilibrio de la balanza en contra 
del acusado sin importar la búsqueda de la justicia, ¿no sería responsabilidad del 
sistema corregir ese desequilibrio de recursos? 
 
Estos tres enfoques judiciales oscurecen la claridad y la fuerza del principio, por 
lo que contribuyen a la percepción en los abogados de la defensa en particular y en el 
público en general que la igualdad de armas eficaz parece imposible de alcanzar en el 
sistema de justicia penal, por lo menos, como está actualmente estructurado. A pesar 
de la queja constante de los abogados defensores que argumentan que la desigualdad 
de recursos es inadmisible en el proceso en virtud de la igualdad de armas. 
 
El sistema adoptado mediante la Ley 906 de 2004, como cualquier modelo 
de corte acusatorio, tiene por nota característica la protección a ultranza 
del derecho de defensa, de modo que potencia hasta su mayor grado de 
expresión garantías tales como el derecho de contradicción, al punto que el 
peso de la actuación ya no recae, como en los sistemas anteriores, en la 
fase instructiva, sino en el juicio oral, público, concentrado, sin dilaciones 
injustificadas y con inmediación de la prueba (arts. 15 al 18). Así mismo, 
cobra mayor importancia el principio de no autoincriminación y el de 
contar con asistencia profesional durante toda la actuación procesal (art. 
8). (Corte Suprema, sentencia 31063 de 2008, Magistrado Ponente: Jorge 
Luis Quintero) 
 




Aunque se aplauden los esfuerzos por la búsqueda de la plena igualdad por parte 
de los defensores de los derechos humanos, Masha Fedorova (2012) ofrece una lista 
de requisitos básicos para garantizar una defensa efectiva, refiriéndose únicamente a 
los recursos suficientes y a las facilidades razonables para la defensa. Dentro de esta 
lista, Fedorova, ofrece aparentemente metas realistas a corto plazo. Sin embargo, su 
posición destaca la constatación jurídica de que los derechos de los acusados y la 
igualdad entre las partes no se deben confundir con la igualdad de medios y recursos. 
Así que Fedorova rechaza las reclamaciones de igualdad de medios de investigación, 
afirmando que tales recursos no están contemplados por el principio de igualdad de 
armas. Debido a que su lista de requisitos básicos se nutre de las fuentes que adoptan 
la idea de que la igualdad no se trata de tener las mismas finanzas y recursos entre las 
partes. 
 
Por otra parte, muchos comentaristas, como Shabas, afirman lo mismo. Al igual 
que con el rechazo de la paridad en los recursos, estos rechazos pueden reflejar una 
preocupación por las expectativas reales, en oposición a los principios o ideales, para 
la defensa. El principio de igualdad de armas, en un nivel básico, no ha de ser 
interpretado como una excusa que justifique mayores recursos que la fiscalía. Es 
decir, la asignación de recursos es vista como más sensible debido a que la fiscalía 
tiene una mayor carga probatoria y, por tanto, se contempla una forma de desigualdad 
admisible entre dos partes adversarias. 
 
Esta idea ha sido apoyada por los legisladores en muchos sistemas penales 
acusatorios. Ya que la fiscalía tiene la obligación de contar una historia completa, de 
armar una narrativa coherente y probar cada elemento necesario de los delitos 




imputados más allá de una duda razonable. La estrategia de la defensa, por el 
contrario, a menudo, se centra en los agujeros encontrados específicamente en el caso 
presentado por la fiscalía, un esfuerzo que puede requerir menos tiempo y recursos. 
Esta es una razón suficiente para explicar por qué un principio de proporcionalidad de 
base, en lugar de un estricto principio de la igualdad matemática, generalmente 
gobierna la relación entre los recursos que deben poseer ambos lados. 
 
En este sentido, se ha venido sosteniendo reiteradamente que el principio 
de igualdad de armas puede admitir limitaciones, especialmente 
justificables en la etapa de investigación penal, puesto que a pesar de que 
es fundamental que las partes cuenten con los medios procesales 
suficientes para defender sus intereses en el proceso penal, esa igualdad de 
trato no puede conducir a la eliminación de la estructura de partes que 
consagra el sistema penal acusatorio. De hecho, incluso, algunos 
doctrinantes sostienen que, por la naturaleza misma del sistema penal 
acusatorio, el principio de igualdad de armas es incompatible y no se hace 
efectivo en la investigación, en tanto que el equilibrio procesal a que hace 
referencia esta garantía solamente puede concretarse cuando las partes se 
encuentran perfectamente determinadas, por lo que, sólo en el juicio, 
puede exigirse que el ataque y la defensa se encuentren en situación de 
igualdad. De todas maneras, a pesar de que la defensa también podría 
preparar el juicio mediante la búsqueda de elementos probatorios y de 
evidencias que desvirtúen la posible acusación, lo cierto es que en la etapa 
de la investigación el rol fundamental corresponde a la Fiscalía General de 
la Nación porque ella tiene a su cargo la tarea de desvirtuar la presunción 
de inocencia que ampara al imputado. (Corte Suprema, sentencia 31767 de 
2010, Magistrado Ponente: Jorge Luis Quintero) 
 
No se niega que, en un juicio penal, es en el ente acusador sobre el que recae la 
carga de probar los delitos imputados al acusado más allá de toda duda razonable. Sin 
embargo, en la concepción que hemos venido desarrollando, el razonamiento anterior 




no justifica por sí solo los recursos dispares al interior de los procesos, ya que en 
ciertos casos las desigualdades son más que evidentes. 
 
Por otra parte, en respuesta a las peticiones de los abogados defensores de 
mayores recursos, todo sistema penal acusatorio determina que la fiscalía tiene la 
carga de probar cada elemento esencial de los cargos, mientras que la defensa tan solo 
tiene que levantar una duda razonable con el fin de asegurar la absolución de los 
acusados. Esta realidad, podría justificar la atribución de más recursos para que la 
fiscalía pueda llevar a cabo esta tarea muy pesada y delicada. 
En consecuencia, no podría concluirse que para efectos de garantizar la 
igualdad de armas en el proceso penal, la defensa también debería tener la 
posibilidad de solicitar la preclusión de la investigación penal con 
idénticas condiciones a las señaladas al órgano investigador, o que la 
defensa tendría absolutamente todas las facultades que tiene el ente 
acusador o que, por el contrario, la Fiscalía debería tener todas las ventajas 
probatorias que con la presunción de inocencia ampara a la defensa, pues 
ello no sólo desconocería los diferentes roles que asumen las partes en el 
proceso penal, sino que dejaría sin efectos las etapas del proceso penal que 
el constituyente diseñó para que cada uno de los intervinientes 
desempeñen sus tareas dirigidas a lograr la justicia material. Luego, resulta 
evidente que, por la estructura misma del proceso penal acusatorio, la 
igualdad de armas entre la defensa y la Fiscalía se concreta y se hace 
efectiva principalmente en la etapa del juzgamiento. (Corte Suprema, 
sentencia 31767 de 2010, Magistrado Ponente: Jorge Luis Quintero) 
 
Una vez más, mediante un uso calificado en lugar de un lenguaje definitivo, 
parece evidente que estamos pisando un terreno peligroso. Sin embargo, cuando se 
expone de esta manera, la lógica aquí simplifica demasiado la realidad de los cargos 
penales. Se sugiere que, por un lado, el fiscal debe emprender investigaciones para 




probar cada elemento del delito, mientras que, por el otro, la defensa tiene la 
necesidad de refutar solo un elemento para tener éxito durante el juicio. 
 
El tipo anterior de razonamiento judicial sugiere que la defensa solo podría 
comprometerse a investigar uno de los elementos de la ofensa. No obstante, este tipo 
de razonamiento adolece de varios defectos. En primer lugar, la defensa tiene que 
investigar el conjunto de argumentos de la fiscalía para entender los cargos y la 
situación en la que se encuentra el acusado. En segundo lugar, para encontrar agujeros 
y puntos débiles, el abogado debe buscar en cada uno de los elementos. En tercer 
lugar y, quizás más importante, si el fiscal recibe un apoyo proporcional a su carga 
probatoria, es decir, la atribución de mayores recursos, entonces las reclamaciones de 
la paridad entre las partes se vuelven sin sentido. Por tanto, parece que es esta última 
la que representa un mayor acertijo en la forma de aplicarse eficazmente el derecho a 
la igualdad de armas al interior del proceso penal. 
 
En efecto, la igualdad de armas es una de las múltiples garantías de un juicio 
justo. La imparcialidad del juicio y la justicia del veredicto dependen de que cada una 
de estas garantías procesales, funcionen adecuadamente para proteger los derechos de 
los acusados y los intereses de la justicia. De lo anterior, surgen las siguientes 
preguntas: ¿es la presunción de inocencia un „arma‟ de la defensa? ¿Es el aumento de 
la carga de la prueba un hándicap de la fiscalía para igualar las armas con la defensa? 
O es, como sugieren los altos tribunales, ¿una desventaja en la acusación que puede 
ser compensada por ofrecer a la defensa menos recursos? Consideremos lo contrario. 
No obstante, si hay un juego contradictorio de total igualdad entre la acusación y la 




defensa, y si el acusado posee los mismos recursos de investigación que la fiscalía, 
entonces, ¿ya no tiene derecho a la presunción de inocencia? 
 
Este debate teórico podría continuar por mucho tiempo. En lugar de ampliar más 
la teoría, miremos brevemente algunas consideraciones que el derecho penal 
internacional dedica a la igualdad de armas con el fin de encontrar un camino 
adecuado para el caso colombiano. 
 
Una de las principales afirmaciones de los tribunales supremos internacionales 
es que la igualdad de armas no es una garantía de recursos, sino más bien una cuestión 
de suficiencia o idoneidad de recursos, afirmación que sirve para deshacer una serie 
de peticiones de la defensa. Por ejemplo, el Tribunal Penal Internacional proporcionó 
el siguiente razonamiento en una de sus deliberaciones. En primer lugar, señaló que la 
disposición relativa a los acusados „indigentes‟, es decir, los costos y gastos de 
representación legal necesaria y razonable serán cubiertos por el Tribunal en la 
medida en que dichos gastos no pueden ser asumidos por el sospechoso o el acusado 
debido a su situación financiera. Empero, la lectura del alto tribunal consideró que los 
derechos de los acusados no deben interpretarse en el sentido de que la defensa tiene 
derecho a los mismos medios y recursos que la fiscalía. 
 
En este contexto, si bien puede ser que el Tribunal tuvo en cuenta los derechos a 
un juicio justo de los acusados enunciados en los documentos constitutivos del 
tribunal, parece difícil aceptar la tesis de que la intención de los redactores de los 
estatutos debe ser la justificación convincente detrás cualquier interpretación del 
concepto jurisprudencial desarrollado de igualdad de armas. 





De hecho, debido a las disposiciones de derechos humanos que consagran el 
derecho a un juicio justo, se podría argumentar exactamente la posición opuesta, la 
cual es más acorde con el espíritu de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
para asegurar una realización sustantiva de los derechos de los acusados, 
especialmente en las quejas de la defensa persistentes acerca de la desigualdad de 
armas, en prácticamente todos los tribunales. Así, puede ser mejor razonar que el statu 
quo de los Estados no obliga a que la igualdad de medios se traduzca en una igualdad 
de recursos entre la defensa y la fiscalía. 
 
Dicho esto podemos, entonces, preguntarnos si el statu quo, que en sí es 
insatisfactorio, es el criterio adecuado con el que medir el grado de realización de los 
derechos sacrosantos de los acusados. 
 
No obstante, la Sala de Apelaciones en la sentencia Kayishema respaldó la 
posición del Tribunal respecto a que la igualdad de armas no se trata de la igualdad de 
medios y recursos. En lugar de centrarse en lo razonable de los recursos solicitados, la 
Sala de Apelaciones señaló el razonamiento del Tribunal que se parece más al 
segundo tipo de interpretación expuesto con anterioridad aquí, a saber, la de 
desventaja. La Sala de Apelaciones opinó sobre el alcance de la igualdad de armas: al 
decidir el alcance del principio de igualdad de armas, la Cámara de Apelaciones 
sostiene que la igualdad de armas obliga a un órgano judicial a asegurar que ninguna 
de las partes estará en desventaja al presentar su caso, como se mencionó 
anteriormente, por tanto, el requisito de igualdad de armas suele estar planteado como 
una protección o refugio de la desventaja sustancial. 





En cualquier caso, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, por ejemplo, ha 
declarado que concede suma importancia a la aparición de la equidad y la igualdad, 
no solo cuando se demuestran los resultados de los prejuicios, afirmando que el 
principio de igualdad de armas no depende más de una injusticia cuantificable que 
fluye de una desigualdad procesal. Es una cuestión de la defensa evaluar si una 
presentación merece una reacción. Por tanto, es injusto que la fiscalía presente 
exposiciones sin el conocimiento de la defensa. 
 
El segundo factor, aquel en el que la defensa está en desventaja „severa‟, se 
utiliza a menudo en respuesta cuando los abogados defensores tienen menos acceso a 
pruebas o testigos debido a que declaran la falta de cooperación del ente acusador. Se 
puede suponer que la defensa y la fiscalía tienen la misma capacidad de citar testigos, 
solicitar peritos, es decir, parte de la lista de recursos propuesta por Fedorova. Como 
reza el argumento, la falta de cooperación del Estado teóricamente puede herir a 
ambas partes y, por tanto, conforme al principio de igualdad de armas, ninguna de las 
partes puede estar en desventaja severa. 
 
La falta de cooperación del Estado es también un tema recurrente en los análisis 
de la tercera capa de la igualdad de armas. Es decir, cuando se considera que si la 
defensa fue puesta en desventaja a causa de factores externos ―en forma de falta de 
cooperación del Estado o influencia de terceros― es responsabilidad tanto del juez39 
como del ente acusador subsanar la desigualdad. 
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juez decretar pruebas de oficio (artículo 361), como si era posible por medio del artículo 234 de la Ley 
600 de 2000. “La carga de la prueba de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado 





La defensa, culpa a menudo la falta de cooperación del Estado como la principal 
responsable de las investigaciones desfavorecidas. Por lo general, el argumento es que 
la fiscalía también se enfrenta a factores externos y a dificultades por falta de 
cooperación estatal. Esto es cierto, pero hasta cierto punto. La diferencia es que la 
fiscalía, por ejemplo, con frecuencia, es la beneficiaria de auto-referencias estatales 
que son predicadas en el desarrollo de las investigaciones formales. Esto significa 
que, por lo general, puede confiar en una mayor cooperación a partir de otras 
entidades estatales o de terceros para apoyar sus esfuerzos de investigación en cada 
situación particular. 
 
La falta de cooperación de las entidades del Estado es un problema lamentable y 
persistente, sin una solución clara. Teniendo en cuenta el principio de separación de 
poderes, que prevalece en la actualidad, el sistema penal carece de mecanismos 
suficientes para que todos los entes estales confluyan en armonía, aunque en teoría 
deberían hacerlo. No obstante, es por la falta de cooperación entre las propias 
entidades del Estado que muchos casos se ven desestimados. Por tanto, por medio de 
la ley, los jueces se consideran justificados en rehuir a sí mismos de la culpa de las 
desigualdades causadas por la falta de cooperación estatal y de terceros. 
 
Sin embargo, esto no quiere decir que debamos ser complacientes. Aunque los 
jueces estén libres normativamente de culpa por las desigualdades, aún puede recaer 
sobre ellos ofrecer una solución a fin de proteger los derechos fundamentales de los 
                                                                                                                                                                      
corresponde a la Fiscalía. El juez podrá decretar pruebas de oficio”. A simple vista el artículo 234 es 
más armónico, con el principio de igualdad de armas, que el artículo 361 del nuevo código. 




acusados y la integridad de los procesos al interior del juicio penal. No obstante, esto 









CAPÍTULO III: EL PAPEL DE LA DIVULGACIÓN. EVALUACIÓN DE UN 
ESTUDIO DE CASO: MANIZALES, ENTRE 2012 Y 2013 
 
Una salida a la desigualdad: la divulgación 
 
Como lo vimos en el capítulo anterior, la asignación desigual de los recursos de 
investigación no tiene por qué dar lugar a una investigación de defensa que este 
fundamentalmente en desventaja. Así, una de las soluciones que nos ofrece el sistema 
penal es que la fiscalía tiene la obligación de investigar y dar a conocer tanto las 
pruebas incriminatorias como exculpatorias a la defensa. En ese sentido, la fiscalía 
debe investigar para la defensa; en esencia, es un sistema, en el imaginario simbólico, 
bajo el cual los recursos entregados a la fiscalía son, al menos, y, hasta cierto punto, 
compartidos entre las partes. 
 




Diversos tratadistas afirman que la divulgación es el corazón de la justicia 
procesal en la oralidad, ya que la divulgación tiene sus raíces en el sistema acusatorio. 
Es una llave, un mecanismo único por medio del cual la defensa puede 
contrabalancear los recursos del fiscal para lograr algún tipo de igualdad de armas. 
También es esencial para la transparencia y facilitar el seguimiento de las actuaciones. 
 
Aunque la obligación de declaración de las partes es significativamente 
diferente en base a los roles de cada una de ellas en el juicio: la fiscalía tiene la carga 
de la prueba y tiene que investigar tanto las incriminatorias como las eximentes, así 
que en el sistema acusatorio la defensa tiene un papel principalmente reactivo. El 
sistema obliga al fiscal a revelar datos con el fin de que el acusado tenga el tiempo 
necesario para preparar adecuadamente su defensa. 
 
Sin embargo, la divulgación plantea problemas. Stephanos Bibas se refiere a la 
cuestión como un problema de „autoridad fragmentada‟ sobre la investigación. Hay 
insuficiencias probatorias, limitaciones éticas y de procedimiento sobre las técnicas de 
investigación, lo que permite procesalmente delegar parte de sus facultades. Pero, al 
mismo tiempo, la fiscalía ostensiblemente no delega su responsabilidad sobre las 
técnicas en particular y la obligación de investigar y divulgar las pruebas de descargo 
en general. 
 
Así pues, el deber de la fiscalía de entregar pruebas atenuantes o exculpantes se 
extiende únicamente a la información que el fiscal realmente conoce, posee o 
controla. Por ello, el sistema acusatorio, establece la norma de que la fiscalía revelará 
en el juicio la evidencia en posesión o control que indiquen o tiendan a indicar la 




inocencia del acusado o, incluso, a atenuar su culpabilidad, sin que se afecte la 
credibilidad de las pruebas de cargo. En caso de duda, el juez decidirá. La obligación 
de la fiscalía debe ser claramente explicada y debe ser más estricta que una prueba 
subjetiva de conocimiento real. Por lo que el estándar implementado por el sistema 
acusatorio no trata solo de lo que realmente se sabe, sino también de lo que el fiscal 
debe saber. 
 
A pesar de lo anterior, la divulgación es compleja debido a los intereses en 
conflicto de los derechos de defensa y acusación, la responsabilidad de seguir una 
investigación neutral puede ser eclipsada por la preocupación de la fiscalía de la 
protección de las fuentes, así como por el interés primordial de eliminar la impunidad. 
A primera vista no se sabe a ciencia cierta si hay espacio para la mejora de los 
mecanismos de divulgación en el sistema de procedimientos y prueba colombiano, 
por ejemplo, ofrecer procedimientos claros y delimitados para la divulgación de 
información confidencial frente a las preocupaciones de seguridad del Estado. 
Además de las normas de procedimiento, las normas éticas también deberían ser útiles 
para hacer cumplir las obligaciones de divulgación de la fiscalía. No revelar la 
evidencia en casos que beneficie al acusado puede conducir a serias sanciones 
disciplinarias y éticas. 
 
A medida que la discusión acerca de la divulgación demuestre que los intereses 
de la igualdad de armas se relacionan no solo con un juicio inmediato, sino también 
con cuestiones más grandes, como los procedimientos de investigación y los 
reglamentos de ética, la disparidad de los recursos se convierte en una preocupación 




mucho más apremiante cuando la defensa no es beneficiaria da la revelación de 
información que protegería los derechos de sus acusados. 
 
En el siguiente acápite, se desarrollaran los resultados del análisis del trabajo de 
campo realizado en los ocho juzgados penales municipales de garantías de la ciudad de 
Manizales dentro del periodo comprendido entre enero de 2012 y diciembre de 2013, en 
torno a la solicitud de igualdad de armas por parte de la defensa. 
 
Evaluación de la situación, diagnóstico y resultados 
 
Al realizar el trabajo de campo en los ocho juzgados penales municipales de 
garantías de la ciudad de Manizales dentro del periodo objeto de estudio, se 
obtuvieron los siguientes resultados: 
En el año 2012 los abogados defensores efectuaron 23 solicitudes ante un juez 
de control de garantías, discriminadas así: 
 
 Por defensores públicos: 18 solicitudes, de las cuales 16 se encaminaban a 
obtener un dictamen por parte del Instituto de Medicina Legal, respecto a 
dictámenes psiquiátricos, psicológicos o lesiones personales, las cuales fueron 
despachadas favorablemente por los jueces de control de garantías. 
 
 Por el contrario, 2 solicitudes fueron negadas, una de ellas donde se pedía la 
copia de unas minutas policiales, aduciendo el juez que carecía de 
competencia para ordenar la expedición de tales documentos, ya que debían 
ser solicitados al juez de conocimiento. La otra solicitud iba encaminada a 




obtener una muestra de ADN de la víctima de un acceso carnal violento, el 
juez de garantías negó la solicitud ante la no comparecencia de la víctima a la 
audiencia. 
 
 Por defensores de confianza: 5 solicitudes, las cuales fueron negadas por el 
juez de control de garantías, 3 de ellas relacionadas con búsqueda selectiva en 
base de datos, una de las cuales fue negada debido a que se trataba de una 
obtención de documento digital; y las otras 2, estaban encaminadas a que se 
ordenara una nueva valoración psicológica a menores víctimas de abuso 
sexual. 
 
En el año 2013 los abogados defensores efectuaron 27 solicitudes ante un juez 
de control de garantías de Manizales, discriminadas así: 
 Por defensores públicos: 15 solicitudes, de las cuales 13 se encaminaban a 
obtener un dictamen por parte del Instituto de Medicina Legal, respecto a 
dictámenes psiquiátricos, psicológicos o alcoholemia. 
 
 A su vez, 2 solicitudes fueron negadas las cuales se dirigían a obtener 
dictamen médico legal ante el Instituto de Medicina Legal, las razones de la 
negativa se fundaron en: la primera, aduciendo que no se tenía competencia, 
por lo que se debía acudir ante juez de conocimiento; la segunda, se instó al 
defensor para que de forma directa efectuará tal solicitud a dicha entidad. 
 
 Por defensores de confianza: 10 solicitudes, de las cuales tres de ellas fueron 
negadas por el juez de control de garantías; una relacionada con el control 




posterior de una búsqueda selectiva en base de datos, pues tal legalización se 
encontraba por fuera del término; y las otras dos, se encaminaban a que se 
ordenara una nueva valoración psicológica a menores víctimas de abuso 
sexual. 
 
 El juez de control de garantías accedió a las 7 solicitudes, de las cuales 3 
pretendían que directores de diferentes establecimientos carcelarios, del DAS 
en supresión y de la Policía Nacional, dieran respuesta a requerimientos 
efectuados, al igual que remitieran la información necesaria. Otra solicitud 
estaba relacionada con la búsqueda selectiva en la base de datos de una 
empresa de telefonía celular; otra, tendiente a que se valorara en Medicina 
Legal al imputado; y las otras dos, pretendían que se autorizara el acceso del 
investigador de la defensa a diferentes establecimientos carcelarios (el cual 
había sido negado o no se le había contestado) a fin de recepcionar entrevistas 
a unos internos en calidad de testigos. Asimismo, se pretendía tener acceso a 
una serie de libros de un sindicato para cotejo grafológico. 
 
Cabe resaltar que la totalidad de solicitudes efectuadas por los defensores ante 
un juez de control de garantías, se efectuaron durante y posterior a la formulación de 
imputación de cargos, así como dentro de la etapa de juzgamiento (audiencia de 
acusación y audiencia preparatoria). 
 
En este sentido la presente evaluación partió de la verificación de la eficacia y 
aplicación de la “igualdad de armas” en el ámbito probatorio del sistema penal 
acusatorio en la ciudad de Manizales entre los años 2012-2013, advirtiendo la 




desventaja en que se encuentra la defensa para acceder y obtener algunos elementos 
probatorios en aras de refutar y controvertir la evidencia de la parte acusatoria, en 
igualdad de condiciones, como lo promulga el sistema adversarial en el que estamos 
inmersos, lo cual genera un impacto de raigambre constitucional, si se tiene en cuenta 
la afectación de los derechos a la defensa, al debido proceso, así como el acceso a la 
justicia y, consecuentemente, el derecho fundamental a la libertad de quien es 
investigado penalmente. 
 
Así las cosas, dicha igualdad entre los sujetos procesales y su impacto dentro del 
proceso penal, promulgada constitucionalmente, también se pregona en los diferentes 
pronunciamientos de la Corte Constitucional, así como en sentencias de tutela, 
pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia, instrumentos internacionales y de 
manera específica en el Código de Procedimiento penal donde además de sus 
principios rectores, se establece toda una normativa que contienen las pautas para que 
la defensa pueda respaldar su estrategia por medio de una igualdad de condiciones 
para acceder a los elementos probatorios necesarios. 
 
Todo lo anterior está relacionado de manera específica en el desarrollo de la 
presente evaluación, por lo cual se identificó si conforme a las herramientas jurídicas 
existentes el derecho a la igualdad de armas ha sido eficaz frente a la defensa, 
estableciendo los factores que lo limitan y las restricciones a los derechos 
constitucionales de los vinculados al proceso penal. 
 
Así pues, la principal conclusión de la evaluación realizada es que pese a la 
existencia de normas constitucionales, jurisprudenciales y legales que consagran y 




desarrollan la igualdad de armas, este no ha sido aplicado de manera eficaz debido a 
factores tales como: carencia de recursos económicos de los procesados; dificultades 
en el acceso a pruebas técnicas y científicas; carencia de personal investigativo por 
parte de la defensa; falta de conocimientos y/o actualización respecto a la temática por 
parte de entidades privadas y, desafortunadamente, entidades públicas entre ellos los 
propios defensores, así como algunos operadores judiciales; al igual que la misma 
naturaleza del ente acusador y las facultades que aún conserva frente a la posibilidad 
de restringir los derechos fundamentales de los acusados, lo que desequilibra la 
posición de la defensa; entre otros. 
 
De manera específica dentro del trabajo de campo efectuado en los juzgados 
penales municipales de garantías de Manizales y en la defensoría pública seccional 
Caldas, se evidenciaron gran parte de los anteriores factores de ineficacia. 
 
Veamos algunos de ellos: una gran cantidad de solicitudes dirigidas a obtener 
informes periciales por parte del Instituto de Medicina Legal (entidad que hace parte 
de la Fiscalía General de la Nación), para probar estados de inimputabilidad, 
condiciones de consumo de estupefacientes, afectaciones a la integridad física, grado 
de alcoholemia, entre otros; sin embargo, a pesar de que en los artículos 204, 267 y 
268 del Código de Procedimiento Penal, se faculta al imputado o a su defensor para 
que acuda a dicha institución en forma directa, los defensores piden la intermediación 
del juez de garantías con la finalidad de agilizar el acceso a dichos peritajes, ya que 
algunos de ellos manifiestan que de hacerlo en forma directa el trámite se torna más 
complejo retrasando varios meses la realización de los mismos, lo cual evidentemente 
afecta su estrategia defensiva. 





Lo anterior, si se tiene en cuenta que dichas solicitudes se realizaron luego de la 
vinculación del investigado mediante formulación de imputación, en el transcurso de 
la audiencia de acusación, pero antes de la audiencia preparatoria, pues precisamente 
es en dicha audiencia donde la defensa ya debe contar con el elemento probatorio para 
descubrirlo ante el ente acusador, porque de lo contrario no puede ser presentado en el 
juicio oral. 
 
Cabe resaltar que, una vez efectuado el acto de comunicación aludido
40
, los 
términos se tornan perentorios para llegar al juicio, en el cual han de practicarse las 
pruebas, por lo que a partir de dicho momento la defensa de manera apremiante 
deberá recaudar los elementos probatorios para sustentar su estrategia defensiva, 
controvirtiendo el caudal probatorio del ente acusador, que salvo en los casos de 
flagrancia, vienen siendo recaudados con varios días, meses e incluso años de 
anticipación. 
 
Esta conclusión es respaldada por la defensoría pública cuando señala: 
 
en torno al principio de igualdad de armas, la defensa no cuenta con el 
tiempo suficiente para obtener la prueba de refutación necesaria para 
sustentar la teoría del caso, pues los términos de ley son muy amplios para 
la Fiscalía y demasiado restringidos para la unidad de defensa. (Defensoría 
del Pueblo Regional Caldas, Oficio 001922-5 de 2010) 
 
Otra de las situaciones identificadas, que limitan la igualdad en el acceso a la 
prueba por parte de la defensa, es el desconocimiento de las normas e incluso la 
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negligencia de algunas entidades privadas, al igual que diversas entidades públicas, 
que niegan el acceso a la información de carácter público ―ya que la información 
privada tiene un manejo diferente, incluso para la fiscalía―, así como el ingreso a 
establecimientos carcelarios para obtener entrevistas de testigos, pese a que los 
artículos 125, numeral 9º, y 271 del CPP facultan al defensor para ello. 
 
Por último, un tema un tanto controversial es el relacionado con la obtención por 
parte de la defensa de elementos de prueba que impliquen la restricción de derechos 
fundamentales y derechos constitucionales prevalentes tales como el derecho a la 
intimidad, al buen nombre, a la dignidad humana, así como los derechos de los 
menores. 
 
Dentro de las solicitudes estudiadas, observamos que algunas pretendían obtener 
una nueva valoración psicológica a menores víctimas de abuso sexual, adicional a la 
ya realizada por el ente acusador, enfrentando los derechos de defensa, debido 
proceso, valor justicia y verdad, al igual que la libertad del investigado, en 
contraposición a los derechos del menor, su interés superior y los postulados de no re-
victimización y prevalencia de sus derechos frente a los demás, por lo que será, en 
todo caso, el juez de garantías quien efectuará el análisis respectivo, de cada caso 
concreto, para consentir o no tales peticiones, recalcando que al estar en juego 
derechos fundamentales no puede la defensa acceder directamente a dichos medios de 
prueba, sino con la intervención del juez de garantías. 
 
En eventos como, por ejemplo, la búsqueda selectiva en base de datos a pesar de 
que el Código de Procedimiento Penal en su artículo 244 autoriza a la fiscalía a través 




de la policía judicial a realizar tales actividades, lo cierto es que la Corte 
Constitucional en la sentencia C-336 de 2007 indicó que para ello debe mediar orden 
judicial previa. 
 
Al respecto, de acuerdo a la información remitida por la defensoría pública, 
algunos operadores judiciales han indicado que:  
 
determinados medios de prueba, solo pueden ser solicitados por 
representantes del ente acusador, como en el caso de búsqueda selectiva en 
base de datos y otros de igual naturaleza. (Defensoría del Pueblo Regional 
Caldas, Oficio 001922-5 de 2010) 
 
Por ende, tanto normativa como jurisprudencialmente se considera que en virtud 
de la igualdad de armas, la defensa puede acceder a dicha posibilidad en las mismas 
condiciones que el ente acusador, previa orden del juez de garantías tal cual se le 
exige al ente persecutor, atendiendo a la afectación que puede darse a derechos 
fundamentales. 
 
En cuanto al desconocimiento de las prerrogativas que otorga la ley a la defensa 
en desarrollo del derecho a la igualdad de armas, se encontraron dos casos especiales 
en el trabajo de campo: en el primero, una de las solicitudes de control posterior de 
búsqueda selectiva en base de datos se efectuó por fuera del término legal, esto es 36 
horas después de culminada la búsqueda o 24 horas después de recibido el informe 
por parte del investigador, sacrificándose o poniéndose en riesgo un insumo 
probatorio que podría llegar a ser relevante en la estrategia defensiva. 
 




El segundo caso presento un error en la solicitud, al confundir la defensa una 
búsqueda selectiva en base de datos con un registro de documentos digitales, sin que 
se sustentara en debida forma los motivos fundados para afectar el derecho a la 
intimidad. 
 
En estos casos, los mecanismos de obtención de prueba que se encuentran 
plasmados en el Código de Procedimiento Penal son demasiado novedosos para los 
abogados defensores debido al poco tiempo de aplicación, por lo que vienen siendo 
utilizados casi de forma exclusiva por parte del ente acusador, generando algunas 
equivocaciones en la defensa que apenas se está acostumbrando a su implementación. 
 
Por su parte, el desequilibrio que se evidencia en materia logística, de 
investigadores y expertos entre las partes del proceso es demasiado; en el trabajo de 
campo realizado se encontró que mientras el ente acusador cuenta en la seccional 
Manizales con 120 investigadores adscritos a la Sijin
41
 y 130 al CTI
42
 ―incluyendo 
profesionales en psicología; topografía; documentólogo; grafólogo; balísticos; 
dactiloscopia; lofoscopia; fotografía; automotores PIPH; morfólogos forenses; 
informática forense― la defensoría pública regional Caldas en los años 2012 y 2013 
contaba tan solo 5 investigadores para todo el departamento, a lo que se suma que 
ninguno de ellos poseía la condición de perito. 
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La ciudad de Manizales en el año 2012 contaba con 19 defensores públicos, 
mientras que en el año 2013 la cifra ascendió a 20, los cuales debían acudir a los 
servicios de los 5 investigadores encargados de todo el departamento de Caldas. 
 
Finalmente, en la regional Caldas no se ha contado, ni se cuenta, con 
laboratorios científicos; aunque a nivel nacional se tienen profesionales especializados 
en varias áreas como psicología forense, documentología forense, balística forense, 
expertos en accidentes de tránsito, topógrafos, analistas de información, que apoyan a 
todas las regionales con previa solicitud, el acceso a ellos es demasiado complejo. 
Además, al prestar su labor en todo el país, es necesario tener en cuenta otros factores 
tales como volumen de trabajo, solicitudes, desplazamientos, cruces entre audiencias 










Cuando la responsabilidad de las desigualdades de investigación queda por fuera 
de la sala del tribunal se hace un flaco favor a la legitimidad de los tribunales y a la 
calidad de la justicia que pueden prestar. Anteriormente, hemos hablado de cómo la 
falta de cooperación estatal y de terceros puede crear desventajas fundamentales, por 




lo que solo se ayuda a una de las partes del proceso y no a la otra; esta desigualdad, 
sin duda, crea un campo de juego desigual. 
 
Como afirma Byrne, es sorprendente que los tribunales hayan adaptado la 
igualdad de armas tan solo para tener en cuenta el desequilibrio entre las partes al 
interior del proceso penal. Byrne explica que el hecho de no que se considere el 
principio en relación con las realidades singulares y de los contextos en los que se 
aplica solo da lugar a un proceso penal a medias. 
 
Asimismo, a partir de los tres enfoques analizados es posible concluir, prima 
facie, que el principio de igualdad de armas no necesariamente requiere de 
proporcionalidad en función de los recursos entre la acusación y la defensa para la 
realización de las investigaciones. No obstante, aquí es donde comienza el problema. 
 
El sistema penal trata de mantener los principios y los valores de los derechos 
humanos, como la igualdad de armas, exigidos por los tratados internacionales de 
derechos, léase la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto de San José, entre otros. Esto 
exige, de nuevo, la idea de que la igualdad de armas debe ser adoptada para ajustarse 
a las necesidades de justicia de las partes al interior del proceso penal, en especial del 
acusado en aras de garantizar el derecho a la defensa y el debido proceso. 
 
Esta investigación expresa esta preocupación. Así, el argumento que 
presentamos no es que el sistema acusatorio en materia probatoria sea preferible o no 
al inquisitivo puro. El temor radica en que se estén dejando de lado las garantías 




constitucionales que el sistema acusatorio debería adjudicar con el fin de proteger los 
principios del derecho internacional de los derechos humanos. 
 
Independientemente, de la legitimidad de la plena igualdad, lo que queda claro 
es que la forma de asignar los recursos entre las partes aún es oscura y presenta serios 
problemas. Como se ha dicho, uno de los principales fundamentos del derecho penal 
es que sea el adalid de la justicia. Por tanto, sería irónico que un sistema cuyo 
fundamento básico es, en muchos aspectos, la idea de garantizar una forma digna de 
hacer frente o de reflejar el poder punitivo del Estado no pueda adjudicar, al mismo 
tiempo, los derechos que en sí mismo afirme proteger. 
 
Como Bibas y Burke-White (2013) plantean: en última instancia, la legitimidad 
del derecho penal depende de una defensa celosa. Esto, a su vez, requiere una 
compensación plena y efectiva sin restricciones presupuestarias comunes para el fiscal 
y la defensa. 
 
Por último, no debemos dejar de nombrar que la divulgación es un posible 
mecanismo para compensar la desigualdad de armas. En conclusión, el brazo de la 
defensa es el talón de Aquiles de la justicia penal, aunque esta conclusión parece 
ineludible, es posible que a partir de la divulgación exista un fuerte imperativo para 
un enfoque más claro y coherente con el principio y la práctica de la igualdad de 
armas; principio, que es uno de los más importantes, y desarrollados 
jurisprudencialmente, para garantizar la imparcialidad y la justicia al interior del 
proceso penal. 
 




Finalmente, de los datos obtenidos en el trabajo de campo se puede concluir 
que, al menos, en la ciudad de Manizales existe un desequilibrio severo entre el ente 
acusador y la defensa ―representada en muchas ocasiones por la defensoría 
pública―, ya que en la mayoría de las oportunidades sus representados cuentan 
apenas con el dinero suficiente para pagar sus honorarios, sin que alcance para 
sufragar los costos de peritos técnicos, investigadores, y demás, lo cual no solo limita, 
sino que no garantiza el derecho a la igualdad de armas. 
 
En consecuencia, desde la perspectiva bajo la cual se abordó la presente 
investigación, es necesario concluir que pese a que existen las herramientas jurídicas 
para adjudicar de manera efectiva el derecho a la igualdad de armas al interior del 
proceso penal, en lo que tiene que ver con la igualdad de condiciones entre el ente 
acusador y la defensa para acceder a la obtención de elementos probatorios, en la 
práctica no ha sido posible materializar eficazmente este derecho debido a los 
múltiples factores analizados. Los cuales, en definitiva, afectan los derechos 
fundamentales plasmados en la Constitución de 91 tales como la igualdad, acceso a la 
justicia, defensa y debido proceso, de quienes están siendo investigados, por tanto, se 
genera un impacto crucial en derechos de mayor valía, como son: la presunción de 
inocencia y la libertad personal. 
Una vez identificados los factores que limitan la eficacia del derecho a la 
igualdad de armas proponemos, como posibles soluciones a la par de la divulgación, 
la actualización de la defensa tanto en oralidad como en mecanismos de obtención de 
la prueba para que así puedan estar en igualdad de condiciones frente al ente acusador 
y poder defender los intereses de los investigados dentro del proceso penal. 
 




Asimismo, que por medio de la defensoría pública se desarrollen labores de 
concientización y divulgación entre entidades públicas y privadas con el fin de ser 
actualizados en la normativa objeto de estudio, en aras de cambiar la presunción que 
se tiene, actualmente, de que si no se cuenta con una orden judicial o por parte de la 
fiscalía, los defensores no pueden acceder a la información y/o documentación que 
requieren, haciendo la salvedad de que los derechos fundamentales deben ser 
protegidos, para lo cual se requiere de orden judicial. 
 
A nivel macro, el gran reto está en que el Estado a través de las entidades 
competentes y el sistema legislativo adopte las medidas necesarias para fortalecer las 
actuaciones de la defensa ya sea con investigadores, peritos laboratorios científicos, 
entre otros, sin que para ello deban depender de su contraparte, es decir, el ente 
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